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RESUMEN 

La detención preventiva ha sido tergiversada en cuanto a su naturaleza jurídica 

debido a múltiples factores. Ello lesiona un grupo de derechos fundamentales de 

investigados. En tal sentido, la tesis tuvo por objetivo general explicar de qué 

manera la prisión preventiva afecta la presunción de inocencia en el Distrito 

Fiscal de Lima Norte, 2021. El ámbito metodológico tuvo enfoque cualitativo, tipo 

básica, diseño de teoría fundamentada. Entre los resultados se destacó que los 

persecutores requieren esta medida indiscriminadamente y que los criterios de 

interpretación de los magistrados son discrepantes respecto a la norma que la 

acoge. Se llegó a la conclusión que esta medida afecta no solo a la inocencia 

conjeturable sino a un plexo de derechos fundamentales entrelazados con ella y 

que tanto fiscales como jueces deben evaluar – respectivamente – el 

requerimiento y concesión de otras medidas que se encuentran reguladas en la 

ley procesal peruana. El principal hallazgo fue la incidencia negativa de esta 

sobre el hacinamiento penitenciario. Finalmente, se recomienda a los 

legisladores la mejoría de la redacción del literal “a” del art. 268°de la citada 

norma y al INPE que se culmine la etapa de implementación de la V.E.P. como 

medio alterno a tal medida.  

 

 

Palabras clave: Prisión preventiva, presunción de inocencia, derecho a la 

libertad, prognosis de la pena, peligro procesal 
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ABSTRACT 

Due to a number of causes, preventive detention has been distorted in terms of 

its legal status. This violates a number of the investigated's fundamental rights. 

In this regard, the thesis' main goal was to clarify how preventive detention 

impacts the presumption of innocence in Lima Norte's Fiscal District in 2021. A 

qualitative approach, fundamental type, and grounded theory design were all 

included in the methodological scope. One of the findings was that the 

prosecutors want this test without discrimination and that the magistrates' 

interpretation standards differ from the accepted norm. It was determined that this 

measure impacts a number of fundamental rights that are interwoven with 

conjecturable innocence and that both prosecutors and judges must assess – 

respectively – the requirement and granting of other legal measures. litigation in 

Peru. The key conclusion was that this had a detrimental impact on jail 

overpopulation. The INPE is advised to implement the P.E.S. as an alternative 

medium to such an extent, and legislators are urged to amend the language of 

literal "a" of article 268° of the aforementioned regulation. 

 

Keywords: Pre-trial detention, the right to remain free, the presumption of 

innocence, the likelihood of punishment, and procedural jeopardy 
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I. INTRODUCCIÓN.- El trabajo de investigación se orientó a analizar la 

afectación de la inocencia conjeturable a causa de los requerimientos de la 

medida precautoria personal de prisión preventiva solicitados por el 

representante del Ministerio Público durante el desempeño de su labor 

investigativa. Aquella es un instrumento procesal que incide en la libertad de 

tránsito de una persona inmersa en una investigación y como tal existen 

supuestos legales que deben converger para que su aplicación sea oportuna y 

pertinente. Sin embargo, en los últimos años, esta figura procesal se ha 

desnaturalizado en cuanto a su aplicación, toda vez que los titulares de la 

investigación de un caso prefieren solicitarla pudiendo requerir otras medidas 

que no impliquen la limitación de la libertad del investigado, por ende, dicha 

medida se contrapone y afecta la inocencia presumible que todo investigado 

goza y cuyo amparo es de rango constitucional. Existen factores que ocasionan 

esta problemática, entre los que destacan su uso en demasía, aplicación no 

racional ni fundamentada, lo cual transmite una imagen deficiente y de calidad 

no óptima sobre la administración de justicia (Moscoso, 2020). 

En los últimos cuatro años dicha problemática ha aumentado, por ende, 

ocasiona una lesión a la libertad como garantía de los investigados y una serie 

de derechos conexos a este (Ciriaco y Bazo, 2021). Cabe resaltar que, este 

problema tiene presencia en varios países, tal es el caso de México, territorio en 

el cual durante el año 2021 se determinó que de la población total de detenidos 

(271,154), el 47.4% se encontraban con medida cautelar de internamiento y 

esperando fecha para que se emita resolución que ponga fin al proceso, mientras 

que el 52.6% posee sentencia definitiva (INEGI, 2021).  

La realidad peruana es similar, pues un boletín estadístico institucional del 

Ministerio Público determinó que, en el año 2021, la cantidad total de detenidos 

fue de 231, 249, de los cuales el 39.13% de estos poseía mandato de detención 

judicial por solicitud de prisión preventiva (Ministerio Público - Renadespple, 

2021). Desde su incorporación, en el ordenamiento peruano, esta medida 

cautelar ha sido criticada por su aplicación indebida en el quehacer jurídico. La 

problemática emerge, además, por su contraposición con otras garantías 

fundamentales como la libertad y la dignidad, dado que en su aplicación se suele 
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quebrantar los referidos derechos de una persona cuya culpabilidad se 

encuentra en proceso de comprobación (Espinoza, 2019).  

Del mismo modo, en Lima Metropolitana, la cantidad de detenidos sigue la 

misma tendencia, toda vez que se determinó que para el mismo año fueron 56 

407 personas, las que se encuentran restringidas de su libertad en centros 

penitenciarios de dicha competencia territorial, siendo el 19.25% con orden 

judicial de prisión previsional, es decir, se encuentran a la espera de un juicio 

que defina su condena o absolución (Ministerio Público -Renadespple, 2021). En 

el Distrito Fiscal de Lima Norte, la carga procesal reflejada en las estadísticas 

precisa que, de 3494 casos fiscales, 503 cuentan con mandato judicial de prisión 

preventiva y que en algunos de estos los fiscales solicitan la ampliación del plazo 

de la prisión preventiva (Portal web del Estado, 2021). 

Esta realidad problemática hace indicar que tal medida está siendo utilizada 

de manera obligatoria en lugar de que su aplicación sea excepcional, conforme 

la norma adjetiva penal así lo regula. De continuar con esta situación, existirán 

más casos en los que la presunción de inocencia será vulnerada, lo cual 

generará perjuicio en los investigados, toda vez que nadie debe ser restringido 

de su libertad por la desnaturalización de medidas legales. 

Por tanto, se formuló el problema general: ¿De qué manera la prisión 

preventiva afecta la presunción de inocencia en el Distrito Fiscal de Lima Norte, 

2021? De igual modo, a fin de coadyuvar en la respuesta de aquel se plantearon 

los problemas específicos: ¿De qué manera el requerimiento de prisión 

preventiva afecta el derecho a la defensa del investigado en el Distrito Fiscal de 

Lima Norte, 2021? y ¿De qué manera la presunción de inocencia garantiza el 

derecho a la libertad del investigado en el Distrito Fiscal de Lima Norte, 2021?  

La presente investigación poseyó una justificación teórica, puesto que 

aportará y reforzará conocimientos para futuras investigaciones acerca de la 

afectación de la presunción de inocencia a raíz de requerimientos de prisión 

preventiva. Asimismo, presentó una justificación práctica, ya que se pretende 

dicha medida sea solicitada adecuada y de manera excepcional por los fiscales 

y de esta manera, cumplan con el respeto irrestricto de la inocencia presumible 
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de los imputados. Finalmente, esta investigación tuvo una justificación 

metodológica, toda vez que se contribuirá con aportes a la comunidad científica 

en el rubro del derecho adjetivo penal, dado que los instrumentos de recolección 

de datos son nuevos y servirán como referencia para posteriores estudios 

relacionados con las categorías bajo investigación.  

En esa línea, esta investigación pretende como contribución mejorar y 

unificar criterios de interpretación jurídica de los persecutores, magistrados y 

defensores sobre la prisión previsional para evitar su uso en demasía. Por ende, 

el aporte jurídico se basó en la necesidad de promover la modificación parcial 

del artículo 268 del Código Procesal Penal a efectos de coadyuvar a fiscales y 

jueces a una mejor comprensión de la norma al momento de analizar cada caso 

incoado respecto al requerimiento de tal medida. 

Asimismo, la relevancia de la presente tesis yace en reafirmar el respeto por 

la vigencia de las garantías fundamentales de los investigados, de modo que se 

evite el incumplimiento de la imperatividad de la norma adjetiva: soslayar que los 

fiscales soliciten y jueces apliquen esta medida de manera desmesurada 

En tal sentido, se formuló el objetivo general: Explicar de qué manera la 

prisión preventiva afecta la presunción de inocencia en el Distrito Fiscal de Lima 

Norte, 2021; como primer objetivo específico: Explicar de qué manera el 

requerimiento de prisión preventiva afecta el derecho a la defensa del 

investigado en el Distrito Fiscal de Lima Norte, 2021 y como segundo objetivo 

específico: Explicar de qué manera la presunción de inocencia garantiza el 

derecho a la libertad del investigado en el Distrito Fiscal de Lima Norte, 2021. 

Finalmente, se esbozó el supuesto general: La prisión preventiva afecta la 

presunción de inocencia en el Distrito Fiscal de Lima Norte, 2021. Asimismo, se 

consignó el primer supuesto específico: El requerimiento de prisión preventiva 

afecta el derecho a la defensa del investigado en el Distrito Fiscal de Lima Norte, 

2021 y el segundo supuesto específico: La presunción de inocencia garantiza 

el derecho a la libertad del investigado en el Distrito Fiscal de Lima Norte, 2021. 
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II. MARCO TEÓRICO. -  Partiendo de las categorías abordadas se revisaron 

diversas fuentes primarias, es decir, artículos de revistas indexadas, tesis 

doctorales relacionadas el tema investigado. 

La medida preventiva, en Estados Unidos, es aplicada en extremo, pues existe 

la figura jurídica de la fianza. En esa línea, Holmes (2020) en su artículo sobre 

pre-trial detention concluyó que la reforma del Sistema de fianzas propugna que 

el juez aplique medidas menos restrictivas con el fin de garantizar la 

comparecencia del acusado ante el enjuiciamiento y la seguridad de la sociedad, 

solo cuando no existan tales circunstancias la prisión preventiva es la medida 

adecuada. El sistema de fianzas afecta las decisiones judiciales, toda vez que la 

liberación previa al juicio incrementa la posibilidad de que la pena sea impuesta 

por debajo del límite porque a través de dichas fianzas el acusado proporciona 

asistencia al Estado. 

La aplicación excepcional de tal medida cautelar también fue abordada por 

Ranson et al. (2022) en su artículo sobre over use of pre-trial detention, en 

Estados Unidos, quienes coligieron que la prisión preventiva forma parte de dicho 

sistema federal penitenciario y desde su puesta en práctica el fuero judicial no 

ha sido muy acertado en su aplicación, porque se evidencia la existencia de 

escasa orientación por parte de los persecutores y operadores judiciales 

respecto al elevado riesgo que implica la solicitud de esta medida. El referido 

riesgo alude a la privación de la garantía fundamental de libertad. Asimismo, si 

una persona es completa o parcialmente detenida de manera provisional debe 

existir una conexión entre el daño que se evitará con la presencia del imputado 

en el proceso y sirve para evitar daños a la sociedad. Es decir, se sustenta en la 

proporcionalidad de la citada medida. 

Por otro lado, en América Latina, hay múltiples factores que originan la 

imposición innecesaria de la referida medida cautelar, en consecuencia, deviene 

en una contraposición hacia los derechos de los investigados. En el país de 

Ecuador, Arias y Gonzáles (2020), en su artículo sobre la prisión previsional y la 

presunción de inocencia abordaron como conclusión que existe una aplicación 

indebida de esta medida coercitiva por parte de los jueces, a raíz de causas y 

factores que se relacionan con la sociedad, lo que evidencia con el aumento de 
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personas privadas de libertad sin contar con una resolución final ejecutoriada, 

por lo que los jueces penales conceden la prisión preventiva por presión social y 

no por su carácter precautorio.  Su aplicación sin motivación como medida 

cautelar primigenia por parte del juez desencadena una serie de transgresiones 

al imputado, entre ellas la inocencia presumible, por lo que resulta indispensable 

calificar si la conducta delictiva del investigado es proporcional con la medida en 

mención, pues estando estos dentro de los centros penitenciarios ya no existe 

distinción entre procesados y sentenciados, por lo que el órgano jurisdiccional 

debe establecer de manera clara los requisitos para tal medida (Valero, 2020). 

En ese contexto, la desnaturalización de la prisión provisional y su inmediato 

efecto sobre las garantías de los investigados es una problemática muy marcada 

en varios países latinoamericanos. Así, Cristancho (2021) en su artículo respecto 

a la prisión preventiva coligió que en el ordenamiento jurídico colombiano 

existe un requisito denominado peligro para la comunidad, el cual ha sido 

altamente criticado, pues este no obedece a una finalidad procesal conforme a 

la naturaleza de dicha medida coercitiva. En consecuencia, la procedencia de 

esta medida debería obedecer exclusivamente a fines procesales. Por su parte, 

Herrera (2019) en su tesis doctoral respecto a la prisión provisional en Chile 

concluyó que para que las autoridades judiciales puedan adoptar medidas 

restrictivas sobre la libertad y específicamente al requerir la prisión preventiva 

debe existir, necesariamente, indicios suficientes y razonables. Aunado a ello, 

sostuvo que la ausencia de contradicción que confronte las versiones de los 

hechos y la prueba de las partes representa un peligro para la libertad del 

procesado.  

Sin embargo, para otros autores, el quebrantamiento de derechos a razón de 

la citada medida obedece a la actividad legislativa poco acertada para la realidad 

social sobre la que se aplica. En tal sentido, Arévalo et al. (2021) en su artículo 

sobre la prisión provisional en Ecuador concluyeron que, a raíz de una 

incorporación normativa en dicho país se ha vulnerado los derechos de los 

investigados, dado que se prescribió que para delitos cuya pena sea superior a 

los 5 años no cabe sustituir esta medida cautelar. Esto genera que la tendencia 

a usarla como única forma para garantizar la eficacia de la pesquisa en el 
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proceso penal continúe arraigada en aquellos sistemas que alegan ser 

garantistas.  

En esa misma línea, en el ámbito nacional, diversas indagaciones han 

demostrado que esta figura procesal adoptada de otros ordenamientos jurídicos 

provoca un menoscabo a una gama de derechos de los investigados. Así, 

Castillo et al. (2021) en su artículo referente a la detención temporal desde la 

perspectiva de la criminología concluyeron que tal medida coercitiva supone la 

restricción de la libertad de tránsito de un sujeto y además de derechos conexos 

a ésta, puesto que a través de aquella se retiene a un sujeto en un centro 

penitenciario sin contar con una sentencia penal condenatoria, de tal manera que 

se afectan otros derechos como al libre desarrollo, salud psicológica y el honor.  

Asimismo, Ríos et al. (2018) en su investigación sobre la detención preventiva 

coligieron que, en el Perú, los parámetros establecidos internacionalmente por 

la CIDH son incumplidos con la inaplicación excepcional de aquella medida. En 

consecuencia, la costumbre judicial penal peruana ha hecho que esta medida 

sea empleada como una suerte de condena adelantada, ello se debería a 

razones políticas y culturales que justifican dicha situación. Argumento similar 

sostuvo Cadena (2020) en su tesis: el peligro procesal de la prisión preventiva, 

pues concluyó que en un estado constitucional de derecho es legítimo restringir 

el derecho de libertad, pero exclusivamente para casos en los que la ley ha 

logrado prescribir taxativamente esa disposición. Hasta la actualidad, la 

disyuntiva entre la colisión de esta medida con el principio de inocencia 

presumible es reiterativa. La criminología clásica critica el uso excesivo de esta 

figura procesal e indica que se tiene que limitar para casos que realmente lo 

requieran.  

Siguiendo el argumento de la afectación de derechos, Missiego del Solar 

(2020) en su artículo referido al abuso de la prisión preventiva concluyó que el 

mandato de aquella se desnaturaliza jurídicamente cuando se responde al 

clamor popular, pues con dicha acción el órgano jurisdiccional pretende que la 

sociedad crea que el sistema judicial es eficiente y garantiza la seguridad de la 

sociedad, lo cual representa un error muy grave. 
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Por otro lado, Chávez (2017) en su artículo respecto al impacto de la prisión 

preventiva en el sistema judicial peruano coligió que debe ser aplicada como 

última alternativa, o por lo menos esa es la razón de ser de un país cuyo sistema 

político es el estado democrático de derecho. Además, mientras su aplicación 

sea racional y debidamente sustentada se estará cumpliendo con la reforma 

procesal penal.  

En esta sección se desarrollaron las bases teóricas. La teoría de los 

derechos absolutos. Nace con una percepción primaria de que un derecho 

absoluto es aquel que no puede ser objeto de limitaciones, no pudiendo ser 

sometido a la proporcionalidad ni ponderación. No obstante, es muy cuestionada 

porque actualmente, las normas permiten que las autoridades puedan limitar 

ciertos derechos previa evaluación del caso y por excepción una persona podría 

afectarlos, como el caso de la legítima defensa. Por otro lado, a nivel mundial, 

aquella solo es aplicable para derechos específicos considerados en la 

supremacía de toda sociedad (Borowski y Portocarrero, 2021). 

En otro extremo se tuvo la teoría del control social. Aquella yace en el 

pensamiento de organizar la vida social como una finalidad de los sistemas 

jurídicos. Una sociedad en la que sus habitantes no se encuentren controlados 

por imperio de una norma o del Estado conlleva un caos social, por tanto, nace 

la necesidad de regular este problema mediante la creación de instrumentos 

públicos. La inserción de dispositivos formales garantistas tuvo la función de 

controlar a la sociedad de conductas que perjudiquen el orden social sin 

quebrantar la naturaleza de los derechos humanos (Zamora, 2021). 

Asimismo, Thomas et. al (2020) sobre la referida medida precisaron que es 

una herramienta legal federal muy severa, incluso se aprecia que su aplicación 

ha venido rigiendo para ilícitos no solo catalogados como muy graves de acuerdo 

a la naturaleza de la afectación a los bienes jurídicos tutelados sino también a 

los menos graves. Asimismo, quienes sean capaces de pagar el monto fijado en 

calidad de fianza serán quienes evitarán la imposición de la citada medida 

coercitiva.   

Para su solicitud y aplicación se requiere de la concurrencia de requisitos, 

entre los cuales destaca la prognosis de la pena. Es un requisito fundamental de 
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la prisión provisional sin el cual no podría prosperar, puesto que exige que la 

posible sanción prevista para el tipo penal que el persecutor atribuye al 

investigado sea superior a 4 años. En consecuencia, aquel debe formular 

adecuadamente su teoría para evitar la afectación a la libertad del investigado, 

en tal sentido, se relaciona con el test de proporcionalidad. Este requisito 

obedece a la norma sustantiva penal, ya que dependerá de la tipicidad 

sancionatoria del ilícito. Por otro lado, cada ordenamiento jurídico establece la 

pena mínima para que se pueda aplicar la prisión provisional (López, 2017). No 

obstante, la interpretación irrestricta de tal presupuesto lesiona la inocencia 

presumible, toda vez que hace inferir que de por medio habrá condena futura de 

alta represión, en una etapa de investigación en la cual, por su naturaleza, no 

está referida a la condena sino solo a una medida precautoria del proceso 

(Konstenwein, 2019). 

Aunado a ello, es aquel presupuesto material que demanda más un examen 

hermenéutico que probatorio. Se trata de una labor analítica exclusiva del juez 

que consiste en proyectarse una sanción previa al enjuiciamiento de 

comprobarse la autoría del investigado. Asimismo, la exigencia de que el ilícito 

sea reprimible con pena de más de cuatro años obedece a la política criminal. 

No obstante, se debe entender que existe un análisis previo a cargo del 

persecutor, ya que en ello debe fundar el requerimiento de tal medida, para lo 

cual deberá evaluar las atenuantes o agravantes a efectos de determinar la 

posible sanción con mayor precisión (Baca, 2021).  

Otro de los requisitos es el peligro procesal. Aquel es definido como un 

elemento fundamental para su requerimiento, el mismo que debe ser de 

cumplimiento obligatorio para el ejercicio de esta medida coercitiva por parte del 

operador de justicia. Se trata de un carácter objetivo en contraste de los otros 

presupuestos, solo así se podrá considerar su concesión como legítima y válida 

(Cusi, 2018). En ese orden de ideas, debe existir un punto de conexión entre los 

componentes legales de este requisito, los mismos que deben ser sometidos a 

la valoración de tipo discrecional por parte del juzgador sin que ello signifique 

una evaluación subjetiva, irracional y arbitraria, con el objetivo de evitar que el 
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debido proceso sea afectado y la concesión o rechazo del requerimiento de tal 

medida se efectué en virtud a la ley (Espinoza, 2018).  

Asimismo, está constituido por la conducta del procesado, respecto a la 

obstrucción u ocultamiento de pruebas que dificulten la actividad probatoria y 

jurisdiccional generando la demora en el proceso para esclarecer la verdad sobre 

los hechos del caso en concreto (Delgado, 2017). Para su configuración se 

deberá, necesariamente, detectar una actitud del investigado dirigida a lesionar 

el normal desarrollo del proceso penal. Aunado a ello, debe ser estudiado de 

manera objetiva teniendo en cuenta los argumentos o medios de prueba según 

sea el caso, sin que intervengan factores ajenos al caso (Cadena, 2020). 

La solicitud de esta medida cautelar personal está ligada a la inocencia 

presumible del imputado. Es un derecho que protege esencialmente la libertad 

de tránsito cuando los poderes estatales tratan de restringirla, pero también 

frente a terceros como los medios de comunicación cuando estos generan la 

aparición de los denominados juicios paralelos. Si un Estado tiene un modelo 

democrático de Derecho, debe conferir un trato de no culpabilidad al investigado 

y no dejarse influenciar por la presión social ni de los medios mencionados 

(Ovejero, 2017). En suma, la función primordial de esta garantía es informar a la 

persona imputada sobre la existencia de un proceso incoado en su contra, y que 

hasta que no se lleva a cabo un juicio, será conservada esa clasificación de no 

culpabilidad. 

     Desde esa perspectiva, cuando la presunción de inocencia se vulnera, el 

derecho a un juicio justo también se afecta. En esa línea, Ondrej (2020) enfatiza 

que, en el procedimiento penal, la inocencia presumible avala que un juicio sea 

equitativo para ambas partes, aunque está más enfocado en la protección de los 

acusados. He ahí el hecho de que su tutela se encuentra acogida por la ley y las 

cortes judiciales, por lo que, ante cualquier afectación potencial de esta, los 

imputados pueden hacer uso de herramientas legales para su defensa. 

En esa misma línea, Dokovic (2020) expresa que previa firmeza de la 

condena, el investigado no debe tratado como culpable, que este exonerado de 

probar su inocencia, y que el tribunal penal está en la obligación de no 
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condenarlo si no hay pruebas que apuntan inequívocamente a su culpabilidad 

(p.272). El respeto por este principio recae sobre autoridades estatales 

competentes, personas físicas y jurídicas. Se caracteriza por ser tuitivo, por lo 

que se protege a los acusados inocentes de una condena injusta, por lo que se 

recomienda que la fiabilidad de las pruebas judiciales sea tomada en cuenta en 

todo el proceso. Por su parte, Allen (2021) argumenta que esta figura refiere que 

todo investigado ha de recibir un trato jurídico de no culpable del hecho ilícito 

que se le atribuye, siendo el persecutor quien, a través del onus probandi, deberá 

demostrar la ocurrencia del ilícito (p.15). 

Otro derecho fundamental que está explícitamente vinculado con dicha 

medida cautelar es el derecho a la libertad. Es la plenitud de todo ser humano. 

En sentido estricto es un atributo de la voluntad que consiste en el hecho de que 

el hombre se halla en la potestad de desplazarse por el territorio, salvo 

excepciones legales (Gutiérrez, 2020). Su rango es constitucional porque 

representa una de las garantías que permite al hombre desarrollarse como lo 

desee. Si existe una vulneración de este derecho también se afectarán los 

derechos conexos a este. Las formas más comunes de tal afectación se deben 

a su restricción de manera ilegal, arbitraria o ilegítima, aunque dicha restricción 

puede ser permitida por la ley por razones justificadas se debe garantizar que 

una persona recluida siga poseyendo su dignidad (Condo, 2020). En esa línea, 

el autor Mancano (2021) destaca que la garantía de libertad es una protección 

fundamental contra la arbitrariedad, expresada a través de la prohibición de 

detener a alguien salvo en casos y de conformidad a los procedimientos 

legalmente determinados. 

Es menester resaltar que el debido proceso es un axioma orientador, 

principalmente, del proceso penal. Dentro de este resalta el derecho a la 

defensa. Este último es una prerrogativa de toda persona, siendo este la base 

sobre la cual se funda el debido proceso, aquel que confiere validez a las 

actuaciones jurisdiccionales. La defensa como derecho existe con el fin de 

garantizar que el procesado goce de todas las herramientas legales necesarias 

para obtener una sentencia en base a la verdad de los hechos ocurridos; 

asimismo, este no solo le es beneficioso al titular del derecho, sino que también 

le ayudará al juzgador a arribar a una conclusión certera respecto al caso en 
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concreto. En suma, esta prerrogativa es la más fecunda en materia penal (Piñas 

et al., 2020). Está presente en cada etapa del proceso penal, dado que avala la 

materialización del principio de contradicción; es decir, permite a los juzgadores 

impedir la variabilidad procesal entre las partes procesales y evitar que las 

restricciones estos caigan en contexto de indefensión. Esta última se configura 

cuando el investigado no ha sido notificado de manera válida o no cuenta con un 

abogado de oficio o particular y cuando su defensa legal no es eficaz (Baculima 

et al., 2020). 

Finalmente, es también conceptualizado como aquel derecho constitucional 

que durante el proceso tiene que ser tutelado legalmente y en caso existiera 

alguna restricción, esta debería encontrarse debidamente fundamentada y 

preestablecida en algún sustento normativo (Espinoza, 2019). En dicho contexto, 

por medio de este, los ciudadanos lo ejercerán para poder luchar en igualdad de 

condiciones frente a terceros o el propio Estado, para que respeten sus derechos 

e intereses. Es decir, en el ejercicio de este derecho, las partes podrán exponer 

sus teorías, formular argumentos en apoyo de las mismas y presentar pruebas 

que las respalden. Así, enmarca una serie de derechos que nacen de él, por 

ejemplo, no ser interrogado si no está presente su defensor, no auto incriminarse; 

sin embargo, en situación de flagrancia se vulnera, excepcionalmente, a causa 

de la mala práctica de algunos operadores del derecho, ya que al establecer el 

tipo flagrancia se realiza de manera equívoca, provocando restricción de la 

defensa formal y material del procesado (Morales y Pérez, 2021). 

Finalmente, en cuanto a los enfoques conceptuales para mejor comprensión 

del tema se tuvo al principio de proporcionalidad, el cual consiste en delimitar 

un criterio sustantivo que tiene por finalidad justificar una contraposición entre 

derechos fundamentales, para lo cual se realiza un análisis por etapas. 

Asimismo, tutela constitucional. Aquel mecanismo que permite al investigado 

recurrir a la vía constitucional en caso sus derechos de orden constitucional se 

vean menoscabados. Por último, se tuvo a la motivación de resolución. Es una 

impronta de toda resolución emitida no solo por el juez sino por autoridades a las 

cuales el Estado le ha conferido la labor de administración pública y es de 

obligatorio cumplimiento al momento de ejercer sus funciones sobre todo las que 

implican restricciones de derechos de orden fundamental. 
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III. METODOLOGÍA. - El informe de investigación tuvo un enfoque cualitativo, 

dado que se realizó el análisis de documentos recopilados que abordaron las 

categorías: prisión preventiva y presunción de inocencia; asimismo, se desarrolló 

en el marco de aquel, ya que a través de la información no numérica se obtuvo 

conocimientos para explicar y responder las interrogantes propuestas, basadas 

en la realidad problemática. La investigación de tal enfoque implica fenómenos 

sociológicos como objeto de estudio: las vivencias de personas, historias, 

percepciones, experiencias e interacción de aquellas, pero delimitándolas en el 

contexto que practican dichas actividades (Patias y Von Hohendorff, 2019). En 

consecuencia, el fenómeno descrito fue la problemática respecto al menoscabo 

de la inocencia presumible a raíz de requerimientos de prisión preventiva. 

3.1. Tipo y diseño de investigación. - La presente tesis, según su finalidad, fue 

de tipo básica, toda vez que pretendió generar nuevos conocimientos sobre la 

afectación de la presunción de inocencia como consecuencia de requerimientos 

de prisión preventiva. Ello se logró a través de la revisión de fuentes primarias 

(tesis doctorales, artículos de revistas indexadas), de jurisprudencia, así como 

las respuestas que se obtuvieron con la aplicación de los respectivos 

instrumentos a los participantes. Describir y recopilar datos informativos para la 

producción de conocimientos con el fin de responder al problema es el objeto de 

este tipo de investigación, por esto tiene un aspecto importante para el desarrollo 

de la ciencia (Lahmami, 2020, p.8). 

        Por otro lado, se aplicó la teoría fundamentada como diseño de 

investigación, dado que la explicación de la problemática sobre la presunción de 

inocencia y la prisión preventiva emergió de los resultados obtenidos en los 

artículos revisados, la jurisprudencia y las entrevistas a los participantes. Es 

decir, en base a los resultados acopiados con la aplicación de estos instrumentos 

se efectuó un análisis sistemático para comprender el tema investigado y se 

aportaron teorías fundadas en lo versado por los autores y participantes. Dicha 

teoría es usada en la metodología de enfoque cualitativo. En las ciencias 

sociales, es la más idónea para la investigación. Esta radica en un proceso de 

recopilación de datos y análisis concurrente cíclico para elaborar conceptos a 

partir de los cuales se contrastará una o más teorías para producir un resultado 
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final que está ligado a la contribución de datos conceptuales que el investigador 

ha extraído de su proceso analítico (Réga et. al, 2022). 

 3.2. Categorías, subcategorías y matriz de categorización.- Para 

comprender el fenómeno de la afectación al principio de presunción de inocencia 

por los requerimientos de prisión preventiva, se disgregó las categorías, para lo 

cual se efectuó revisión de literatura, con el fin de organizarlas; en consecuencia, 

se tuvo la siguiente matriz: 

Tabla 01. Matriz de categorización  

Categorías Definición conceptual Subcategorías 

Prisión preventiva Es una medida precautoria, mediante la que se limita al 

procesado de su libertad ambulatoria, se encuentra fundada 

en una orden judicial, la misma que debe encontrarse 

debidamente motivada por los presupuestos materiales 

como la prognosis penal, peligro procesal y la protección de 

las pruebas (Kuffó y Gende, 2022)  

Prognosis de la pena 

Peligro procesal 

Presunción de 

inocencia 

Se trata de una garantía fundamental que se enmarca en 

una amplia gama de derechos fundamentales que le asisten 

a toda persona investigada y de los cuales protege. 

Asimismo, le confiere una condición jurídica de no culpable 

hasta el fin del proceso, por ende, es indesligable como un 

soporte del debido proceso (Martín, 2018) 

Derecho a la defensa 

Derecho a la libertad 

Fuente: Elaboración propia 

3.3. Escenario de estudio.-  El presente informe de investigación se llevó a cabo 

en la ciudad de Lima, en distritos que pertenecen a Lima Norte. En base a la 

demarcación territorial de esta, los instrumentos de recolección de datos se 

aplicaron en fiscalías y juzgados de Lima Norte. Asimismo, se recurrió a bases 

de datos de alto impacto y páginas web del Poder Judicial y Tribunal 

Constitucional para obtener jurisprudencia relacionada al tema investigado. 

Aquel espacio físico donde se aplicará la investigación, a partir de la experiencia 

práctica, lo que permite un mejor desarrollo de la misma. En las ciencias 

jurídicas, se deberá aplicar escenarios de discusión de lo estudiado en base a la 

percepción de problemas jurídicos suscitados en la realidad (Bechara, 2018). 
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3.4. Participantes.- Los sujetos que fueron entrevistados en el desarrollo de la 

investigación fueron magistrados, fiscales y otros servidores, quienes, con su 

vasta experiencia y conocimiento en el tema investigado, brindaron un aporte 

enriquecedor sobre la presunción de inocencia y la prisión preventiva, así como 

las sub categorías detalladas. 

Tabla 02. Lista de entrevistados 

Entrevistado Profesión Grado 
Académico 

Cargo Años de 
experiencia 

María del Rosario Alva Gómez Abogada Magíster Fiscal adjunto provincial 5 años 

Melissa Tricia Monteverde Carpio Abogado Magíster Fiscal adjunto provincial 5 años 

Johan Erin Requejo Torres Abogado Magíster Fiscal adjunto provincial 5 años 

Gabriela Silva Zafra Abogada Magíster Fiscal adjunto provincial 9 años 

Cristopher Jeisson Vásquez Mateo Abogado Magíster Fiscal adjunto provincial 5 años 

Fiorella Linares Pérez Abogado Magíster Jueza de Investigación Preparatoria 10 años 

Lizandro Rodríguez Tafur Abogado Magíster Juez penal 15 años 

Eda Luz Miranda Neyra Abogado Magíster Secretario Judicial 10 años 

Luis Edinson Molocho Vega Abogado Magíster Secretario Judicial 5 años 

Betsy Alexandra Lonzoy Balbin Abogado Magíster Fiscal adjunto provincial 5 años 

Ruth Myriam Espinoza Quispe Abogado Magíster Jueza de Investigación Preparatoria 15 años 

 

 Fuente: Elaboración propia 
 

Asimismo, las fuentes bibliográficas que se recabaron para posterior 

análisis durante el desarrollo de la investigación fueron las siguientes: 

Tabla 03. Jurisprudencia analizada 

Número de Exp. Año Procedencia Tipo de resolución Objetivo con el que 

se relaciona 

01 2019    Corte Suprema Acuerdo Plenario General 

626 2013    Corte Suprema Sentencia Casatoria General 

3842 2018 Congreso de la República Proyecto de Ley General 

4344 2022 Congreso de la República Proyecto de Ley General 

Fuente: Elaboración propia 
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Tabla 04. Expedientes analizados 

Número de 

Exp. 

Año Procedencia Tipo de resolución Objetivo con el 

que se relaciona 

02156 2018 Tribunal Constitucional Sentencia Específico 1 

04415 2013 Tribunal Constitucional Sentencia Específico 1 

02825 2017 Tribunal Constitucional Sentencia Específico 1 

Fuente: Elaboración propia 
 

Tabla 05. Normas analizadas 

Tipo de norma / 
Resolución 

Denominación Artículos /Caso Objetivo con el 
que se relaciona 

Fundamental Constitución Política del Perú Art. 2°, numeral 24, literal “f”  Específico 2 

Adjetiva Código Procesal Penal Art. II del Título Preliminar Específico 2 

Sentencia CIDH  Caso Argentina Específico 2 

Fuente: Elaboración propia 

3.5. Técnicas e instrumentos de recolección de datos.- La técnica e 

instrumento de recolección que sirvió para acopiar datos e información sobre la 

presunción de inocencia y la prisión preventiva, a efectos de responder a las 

preguntas de investigación y en concordancia con los objetivos y, a elección de 

los investigadores, para coadyuvar al análisis de datos y su interpretación, fueron 

dos tipos de técnicas, cada una acompañada de su instrumento respectivo. Son 

aquellos medios a través de los cuales se puede obtener información sobre un 

determinado tema. Sin las técnicas para recopilar datos las investigaciones no 

tendrían razón de ser, debido a que estas ayudan en la indagación y verificación 

de datos (Sánchez et. al, 2021).    

      En ese contexto, se utilizó la entrevista como técnica de recolección de 

datos. Aquella buscó recabar determinados datos sobre la vulneración de la 

presunción de inocencia a raíz de los requerimientos de prisión preventiva. La 

obtención de la información investigada es el núcleo esta técnica, su fundamento 
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yace en criterios como el pensamiento, experiencia e interpretación de los 

entrevistados y el diálogo asertivo frente al interrogatorio propuesto por el 

investigador (Troncoso y Amaya, 2017). La guía de entrevista fue el instrumento 

mediante el cual se realizó una serie de interrogantes que estuvo dirigida a 

magistrados, fiscales y profesionales especialistas, además dicho instrumento 

contuvo aspectos que fueron sometidos a análisis. Las mencionadas 

interrogantes fueron planteadas en base a los objetivos del presente proyecto. 

Tabla 06. Validación de guía de entrevista 

Nombres y Apellidos del validador Grado académico Porcentaje 

Lidia Lucrecia Marchinares Ramos Doctora en Derecho  100% 

Javier Rolando Vilela Apón Magíster en Ciencias Penales 90% 

Victor Oswaldo Mancilla Siancas Doctor en Derecho 95% 

Total 95% 

Fuente: Elaboración propia 

       Por otro lado, el análisis documental fue la otra técnica de que se empleó 

en la presente tesis. Con la referida técnica se buscó recopilar documentos que 

contengan información relevante respecto al tema investigado, que sirvió para 

efectuar un análisis exhaustivo a partir de las categorías presunción de inocencia 

y prisión preventiva, las subcategorías y los objetivos delimitados. Se caracteriza 

por enmarcar múltiples procesos de cognición como la lectura, la comprensión 

estructura textual, etc., los mismos que se engranan para efectuar el análisis 

informativo de la fuente (Peña, 2022). Su instrumento fue la guía de análisis de 

fuente documental, con ayuda de aquel se pretendió desentrañar de manera 

específica la información obtenida, de modo que se partió de lo particular a lo 

general. Este instrumento fue utilizado al momento de la revisión de tesis, 

jurisprudencia, normatividad del sistema jurídico nacional; además de la revisión 

de artículos científicos de revistas indexadas sobre las referidas categorías. 
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Tabla 07. Validación de guía de análisis de fuente documental 

Nombres y apellidos del 

validador 

Grado académico Porcentaje 

Lisset Yazmín Gutierrez Yalico Magíster 90% 

Total 90% 

        Fuente: Elaboración propia 

3.6. Procedimiento.- Se recurrió a las fuentes de información como artículos 

científicos, tesis, jurisprudencia y las respuestas de los participantes en relación 

a la materia de investigación, efectuando un análisis exhaustivo, procediendo a 

aplicar las técnicas para la recolección de datos, mismas que fueron sometidos 

al método de triangulación de datos. Su uso se destaca principalmente en las 

ciencias de corte social. Implica complementar las técnicas aplicadas de tal 

forma que se ejecute una estrategia de tipo metodológica en el procesamiento y 

análisis de los datos recabados, es decir, con los datos que cuenta el 

investigador ejercerá un contraste entre ellas a efectos de la interpretación de su 

estudio (Abdalla et al., 2018).  

3.7. Rigor científico.- La validación de los citados instrumentos fue realizada 

por expertos en la materia; es decir, se cumplió con el rigor científico propio de 

una investigación cualitativa. Aquellos poseyeron credibilidad, porque los 

resultados de los documentos analizados y las guías de entrevistas fueron 

verdaderos para la población delimitada y para otros sujetos que tuvieron algún 

contacto con el fenómeno respecto a la prisión preventiva y su afectación a la 

presunción de inocencia. Transferencia, dado que la investigación podrá 

expandir sus resultados a otros escenarios y poblaciones similares en los que se 

estudiará el fenómeno de prisión preventiva y presunción de inocencia. 

Confirmación, puesto que la información y datos obtenidos fueron objetivos, es 

decir, no fueron manipulados en conveniencia de los investigadores; por tanto, 

futuros investigadores podrán seguir los pasos que se efectuaron al momento de 

aplicar el instrumento de recolección, así como la selección de los sujetos 

entrevistados, con el fin de que puedan arribar a hallazgos similares en su 

investigación. En los fenómenos sociales, la investigación no se puede realizarse 

a través de un análisis con criterio cuantitativo, dado que no se estudian 

variables, por lo que efectuar aproximaciones holísticas durante el estudio de 
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procesos sociales provoca impulsar conceptos nuevos a fin de mejorar los 

procedimientos de investigación, para así producir confianza de la misma 

(Borjas, 2020).  

3.8. Método de análisis de datos.- El presente informe de investigación utilizó, 

durante la interpretación de los resultados sobre la prisión preventiva y 

presunción de inocencia, los siguientes métodos: inductivo, dado que se analizó 

desde aspectos particulares estudiados para arribar a conclusiones generales 

en base a los instrumentos que se aplicaron a los especialistas, así como a las 

fuentes documentales. Su base son las teorías y proposiciones, que parten del 

procedimiento inductivo en análisis de datos. Parte de lo específico a lo genérico. 

Se caracteriza porque busca entender e interpretar la perspectiva de los sujetos 

en contacto con el fenómeno abordado (Rodríguez y Pérez, 2017). 

Hermenéutico, toda vez que se efectuó el análisis y la interpretación de la norma 

adjetiva penal en su estado natural aplicando los distintos niveles de 

comprensión y así se logró obtener un contexto que permitió explicar la 

vulneración de la presunción de inocencia producto de los requerimientos de 

prisión preventiva. El investigador que lo utiliza deberá identificar o determinar el 

análisis de un texto original para que se pueda transmitir a futuras 

investigaciones. Este método compromete a investigaciones acerca de 

documentales; sin embargo, su aplicación no se limita solo a ellos, sino que se 

puede usar investigaciones relacionadas narrativas y memoriales del tipo social 

e histórico (Pérez et al., 2020, p.26). Analítico, ya que durante la revisión 

documental de la investigación se disgregaron los componentes de prisión 

preventiva y la presunción de inocencia, a partir de las sub categorías 

propuestas, de tal modo que esta descomposición sirvió para obtener una mejor 

comprensión del fenómeno estudiado y de esta manera se pudo plantear teorías 

y conocimientos nuevos. Se caracteriza por fragmentar porciones de un total en 

lo que respecta a las variables o categorías señaladas por el investigador, las 

cuáles serán examinadas y estudiadas sistemáticamente, o sea, es un método 

que comprende la descomposición de las variables o categorías en segmentos 

a fin de estudiarlas y analizarlas autónomamente, pero interrelacionándose de 

ser el caso (Fernández, 2017). 
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3.9. Aspecto éticos.- En una investigación existen cuestiones y aspectos éticos 

que deben ejercer los autores. El actuar ético debe estar presente en los 

investigadores y su asesor desde que se concibe la idea de la investigación, 

pues aquel que se rehúsa a materializar la ética en el proceso de investigación 

corrompe la esencia de la ciencia (Espinoza, 2019). En consecuencia, la 

investigación respetó los derechos de propiedad intelectual de las fuentes 

citadas, en base a las normas de la sétima edición del American Psychological 

Association (APA). Del mismo modo, cumplió con los protocolos establecidos en 

reglamentos y demás documentos normativos vigentes expedidos por la 

Dirección de Investigación Académica de la Universidad César Vallejo, es decir, 

se rigió cabalmente con todos los lineamientos exigidos y principios de 

autonomía, no maleficencia, beneficencia y justica; establecidos en la 

Resolución de Vicerrectorado de Investigación N° 062-2023-VI-UCV, de fecha 

16 de marzo de 2023, así como el Código de ética en investigación de la UCV, 

aprobado y actualizado mediante Resolución de Consejo Universitario N° 0340-

2021/UCV, en tal sentido, respetó los formatos y estructuras diseñadas. Además, 

se procedió a realizar el control de similitud con otras investigaciones 

académicas, a través del software Turnitin. Finalmente, todos los datos 

consignados en el referido trabajo fueron sometidos a la veracidad. 
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IV. RESULTADOS Y DISCUSIÓN.-  En este apartado, se procedió con describir 

los resultados. Durante la técnica de entrevista se realizaron las preguntas que 

se plantearon en su respectivo instrumento sobre el tema: Prisión preventiva y 

presunción de inocencia en el distrito fiscal de Lima Norte, 2021.  

Respecto al objetivo general: Explicar de qué manera la prisión preventiva 

afecta la presunción de inocencia en el distrito fiscal de Lima Norte, 2021.  

En la guía de entrevista se planteó como primera pregunta:  El Tribunal 

Constitucional en la sentencia N° 1091-2002 ha establecido que para que esta 

medida coercitiva sea aplicada debe existir razonabilidad y proporción en su 

justificación. Tomando en cuenta ello, ¿Considera que la prisión preventiva 

afecta la presunción de inocencia en el distrito fiscal de Lima Norte, 2021?, ¿de 

qué manera? Siendo las respuestas de los entrevistados las siguientes: 

Silva (2023) y Miranda (2023) manifestaron que existe un detrimento a la 

presunción de inocencia cuando se aplica la prisión preventiva, toda vez que se 

está adelantando la afectación del derecho de tránsito sin que aún se haya 

declarado su culpabilidad; además dicha medida debe haberse fundado en base 

al delito del cual se ha incoado la investigación y no por otro. El solo hecho de 

dictarse sin que exista una condena, configura una medida inconstitucional, la 

misma que se funda sobre el deber ser de la norma (excepcional), sin embargo, 

de lo que si se tiene plena seguridad es del quebrantamiento inmediato del 

derecho a la libertad y presunción de inocencia del investigado, el mismo que al 

ingresar a un centro penitenciario pierde su calidad de inocente puesto que es 

sometido al mismo trato que los demás presos que sí están cumpliendo una 

condena. Rodríguez (2023) y Vásquez (2023) adicionaron que la medida debe 

ser razonada y proporcionada a los fines del proceso, puesto que sería un abuso 

dictar 36 meses de prisión cuando solo se necesitan 12. El TC refiere proporción 

y razonabilidad, pero en muchos casos los jueces se olvidan de tales axiomas a 

causa de la presión social o de los medios de comunicación. Por ende, sí se 

afecta este derecho fundamental desde el momento en que impone tal medida 

pudiendo solicitar otra, pues la norma procesal ofrece una amplia gama de 

medidas como la comparecencia en sus dos modalidades, la V.E.P o también la 

caución.  
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Siguiendo la misma línea, Requejo (2023), Linares (2023) y Molocho (2023) 

expresaron que no solamente se afecta a la presunción de inocencia sino de 

manera directa a la libertad, por lo que esta medida debe guardar proporción con 

el hecho que se ha imputado. En tal sentido, la imposición de la presión 

preventiva sin que antes se ha dado otras medidas menos gravosas implica una 

verdadera lesión a la presunción de inocencia la misma que implica la seguridad 

de la no injerencia por parte del estado. Enfatizaron, además que la prisión 

previsional estaría restringiendo la libertad de una persona sin que exista una 

sentencia firme, si bien esta tiene como fin asegurar la presencia del investigado, 

no se debe olvidar que existen límites y uno de estos límites es la presunción de 

inocencia, la misma que garantiza el estado de inocencia del investigado. Así, la 

prisión preventiva afectará la presunción únicamente en los casos en los que el 

Juez se ha excedido en los plazos por ejemplo o si habiendo otras medidas se 

concedió a aquella. Cabe precisar que Requejo (2023) agregó que tal medida 

cautelar incrementa el problema del hacinamiento de las penitenciarías. 

Monteverde (2023) y Alva (2023) añadieron que aquella medida sí lesiona la 

inocencia conjeturable que le asiste al investigado, incluso en casos de violencia 

familiar y contra la mujer que se ven a diario los fiscales se ensañan con sus 

funciones y solicitan esta medida extralimitándose de lo permitido por ley, porque 

hay otras opciones antes de la preventiva, es decir, esta como último recurso 

para no lesionar derechos fundamentales, durante el análisis, el juez debe 

priorizar la aplicación de las medidas restrictivas como su primera alternativa, 

tales como la V.E.P., que dicho sea de paso son mecanismos que están 

petrificados legalmente por diversos factores. 

Finalmente, Espinoza (2023) y Lonzoy (2023) respondieron que la referida 

medida no lesiona directamente a la inocencia del imputado porque el juez 

determinará si la solicitud del persecutor cabe o no para el caso analizado, 

mientras tanto el investigado permanece libre y por ende su inocencia seguirá 

intacta, pero debe estar motivada y acreditada en cuanto a su aplicación. Si los 

jueces la aplican de la manera en la que la norma la ha regulado no habría 

afectación alguna sobre sobre la garantía esencial del proceso en pro del 

investigado. La entrevistada Lonzoy (2023) agregó también que para no lesionar 

derechos de primer orden como la plenitud del investigado debería recurrirse a 
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otras medidas que regula la norma. Es el caso de la caución y la comparecencia, 

correspondiendo evaluar a quién corresponde tales medidas. 

En lo que respecta a la segunda pregunta:  Teniendo en cuenta que la 

norma adjetiva penal señala los presupuestos de la prisión preventiva, según su 

experiencia, ¿Considera que los graves y fundados elementos de convicción 

afectarían la dimensión material del derecho a la defensa del investigado en el 

distrito fiscal de Lima Norte, 2021?, ¿por qué? Se tuvo como respuestas las 

siguientes: 

Rodríguez (2023) y Miranda (2023) aseveran que los graves y fundados 

elementos de convicción lesionan el derecho a la defensa en su esfera material, 

puesto que a través de estos se podría asumir una posición diferente incluso 

requerir la terminación anticipada, de ser el caso. Asimismo, ello estaría 

concatenado con el hecho de que la defensa técnica del investigado podría 

quedaría sin armas legales, toda vez que dicho supuesto es determinante para 

la imposición de esta medida. Los entrevistados Vásquez (2023) y Silva (2023) 

siguen el mismo criterio, pero el primero agrega que aún hay un vacío legal 

porque la citada norma no señala expresamente cuáles son dichos elementos, 

solo a través de la jurisprudencia y doctrina se han desarrollado algunas 

nociones sobre lo que comprende dicho supuesto de tal medida. La dimensión 

mencionada se afecta porque el investigado tiene conocimiento de que hay una 

investigación en su contra, pero requiere de un abogado que ejerza una defensa 

adecuada, ya que este presupuesto implica niveles de sospecha e indicios que 

en gran proporción de casos los fiscales solicitan esta medida y los jueces la 

conceden por factores exógenos como la exposición mediática de un caso, 

afectándose así dicha dimensión del derecho del investigado. Para la segunda, 

la afectación se produce porque estos deben ser valorados por el juez, el mismo 

que por las máximas de su experiencia debe considerar si estos se asienten 

sobre hechos solidos que justifiquen la comisión de un hecho delictivo que 

conlleven al investigado como el presunto autor, los graves y fundados 

elementos de convicción no son una mera declaratoria de la culpabilidad  del 

investigado, sino más bien son elementos que sirven como medio generador de 

dudas razonables respecto a la existe del hecho delictivo. 
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Mientras que Requejo (2023), Linares (2023), Lonzoy (2023) y Molocho 

(2023) expresaron que hay una afectación parcial, pues también se lesiona la 

otra dimensión (formal) de este derecho, ya que este presupuesto es meramente 

subjetivo, es decir, se encuentra sujeto a la calificación del juez respecto de las 

pruebas que ofrezca el fiscal y la defensa técnica. Esta última deberá tener una 

solidez alta que logre derribar la tesis del fiscal y ser incisivo en los graves y 

fundados elementos de convicción con la finalidad de garantizar la defensión del 

investigado. Asimismo, en esta última dimensión se agravaría su afectación si el 

investigado afronta el proceso dentro de una penitenciaría.  

Por su parte, Monteverde (2023) y Alva (2023) refirieron que el detrimento a 

la dimensión material del derecho in comento no existe como tal, porque la razón 

de ser de esos elementos es acreditar de manera razonable la comisión del tipo 

penal que este ligado a la conducta imputada. Por tanto, son parte de una 

estructura procedimental en la cual lo que se pretende es determinar los indicios 

que conlleven a tener certeza de los hechos que sustentan la solicitud del 

persecutor. Espinoza (2023) precisó que aún de contar con una defensa técnica 

óptima la dimensión material no se afectaría porque las declaraciones del 

investigado son determinantes al momento del examen que haga el juez 

respecto al pedido del fiscal.  

En la tercera pregunta: Teniendo en cuenta que la presunción de inocencia 

posee dos dimensiones, una procesal y otra extraprocesal, ¿cuál de estas se 

afecta con el requerimiento de prisión preventiva en el distrito fiscal de Lima 

Norte, 2021?, ¿por qué? Las respuestas de los entrevistados fueron las 

siguientes: 

Rodríguez (2023), Miranda (2023), Linares (2023) y Molocho (2023) 

manifestaron que la dimensión procesal del referido derecho constitucional se ve 

vulnerada, pues el hecho de que se requiera la prisión preventiva estaría 

haciendo pensar que se le está culpando de manera antelada, sin haberse 

declarado su responsabilidad penal. Es decir, precisan que se debe tener en 

cuenta que se está frente a una presunción juris tamtum, por lo que tiene que 

ser desvirtuada de manera obligatoria mediante actividad probatoria, si ello no 

ocurre entonces se agrava la afectación a la citada dimensión. Silva (2023) 
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enfatizó que a efectos de evitarse la vulneración a esta dimensión se deberá 

recurrir a las otras medidas como la caución que sí engarzaría al investigado con 

el proceso y se debe dejar a la preventiva como subsidiaria, amparándose en 

dicha garantía constitucional que representa una represión al poder punitivo 

estatal. Finalmente, la dimensión que mayor afectación sufre es la procesal 

porque en el ínterin del proceso se someten a todas las partes inmersas en un 

proceso de valoración con el fin de que estas no sean tratadas como culpables 

sin que antes allá terminado el proceso. Alva (2023) y Espinoza (2023) alegaron 

que la inocencia presumible avala la no culpabilidad del investigado, la misma 

que está inmersa durante todo el proceso penal, por lo que es válido decir que 

la dimensión procesal cobra mayor relevancia, dado que en el desarrollo de las 

actuaciones procesales se tiende a considerar a todos las partes imputadas 

como inocentes hasta que no haya una sentencia ejecutoriada de tipo 

absolutoria. Monteverde (2023) adicionó que al estar dentro de un proceso penal 

la dimensión procesal de la mencionada garantía encuentra afectación a raíz de 

la solicitud de esta medida por parte del fiscal, ya que lo que busca aquella es 

que se respete esta garantía de parte de todos aquellos que están involucrados 

en el proceso, desde el personal administrativo hasta el juez, y de no darse eso 

entonces se estaría afectando el respeto por tal garantía. 

Por su parte, Vásquez (2023), Requejo (2023) y Lonzoy (2023) alegaron que 

la presunción de inocencia tiene un vínculo con el derecho al honor de la 

persona, por lo tanto, el requerimiento de prisión preventiva afecta a ambas 

dimensiones, pero consideran que la procesal se afecta en mayor proporción 

porque al haber un proceso incoado vincula a todos los sujetos procesales, a 

efectos de tratar como no culpable hasta que se expida sentencia firme y 

consentida. Es decir, la prisión preventiva afecta no solamente la dimensión 

procesal sino extraprocesal porque gran parte de las personas que son 

sancionadas con esta medida son expuestas públicamente y ello se vincula con 

la dimensión extraprocesal ya que se estigmatiza a las personas como culpables 

e incluso la prensa incrementa este fenómeno, por ende, los derechos 

fundamentales tienen que ser respetador por los integrantes de la sociedad: 

personas naturales, jurídicas, autoridades, etc. Siendo ello así, cualquier 
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actuación de parte de los administradores de justicia o del persecutor del delito 

siempre debe respetar ese parámetro (la inocencia conjeturable). 

En este apartado se procedió a analizar e interpretar las categorías 

emergentes en relación al objetivo general: 

 

 

Así se tuvo que, los medios de comunicación generan un alto de grado de 

influencia en juicios públicos lo cual termina por presionar al persecutor a requerir 

la medida preventiva y al juez concederla, sin tener en cuenta la adecuada 

estructura procedimental de su concesión, es decir, no se valora adecuadamente 

los elementos de convicción, toda vez que existen cierto vacío legal en la norma 

adjetiva penal respecto a la interpretación correcta de aquellos. En tal sentido, 

los derechos del investigado se menoscaban, siendo que su honor se lesiona al 

no considerársele en dichos medios como inocente. Asimismo, se advierte que 

existen otros mecanismos como la vigilancia electrónica personal, la caución 

y la comparecencia restrictiva, mismos que pueden evitar el menoscabo de la 

libertad del investigado.  

Por otro lado, se aplicaron guías de análisis documental. En relación con 

el objetivo general formulado se analizaron cuatro fuentes documentales, de 

las cuales se tuvieron las siguientes:  

El Acuerdo Plenario N° 01-2019/CIJ-116 estableció que la prisión 

previsional exige un test probabilístico a cargo del juez respecto a los elementos 

probatorios que haya ofrecido el persecutor y el abogado del investigado. Dicho 

juicio afecta, directamente, a la garantía fundamental de la inocencia 

conjeturable del investigado y como efecto inmediato a la libertad del mismo, 

toda vez que se trata de un aspecto concretamente subjetivo, es decir, para un 

juez puede no haber lugar para dictar esta medida, pero para otro sí. Ello se 

contrapone con la naturaleza jurídica de tal medida, dado que el investigado 

debe afrontar el juicio en plena libertad (como prima ratio), claro está que 

dependerá del tipo de delito imputado, así como de los elementos de convicción 

más objetivos posibles, aun así, el referido investigado debe gozar de su plenitud 

de tránsito durante el curso del proceso penal incoado en su contra. 

Explicar de qué manera la prisión preventiva afecta la presunción de 

inocencia en el Distrito Fiscal de Lima Norte, 2021 
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Mientras que, la Casación N°626-2013-Moquegua destacó la necesidad de 

motivar el requerimiento de la mencionada medida, indicando que la motivación 

debe fundarse en el principio de proporcionalidad. Es preciso indicar que la 

obligatoriedad de la motivación de las resoluciones judiciales nace de la norma 

constitucional y alcanza no sólo a los jueces, sino que esta también se extiende 

a las partes inmersas en el proceso. Es así que, de emitirse un mandato de 

prisión preventiva y esté presente cualquier supuesto de defectos en la 

motivación, bien sea una aparente, insuficiente, etc., se estará lesionando la 

presunción de inocencia como pilar del proceso penal y garantía de la libertad 

del investigado. Finalmente, está sentencia buscó dejar en claro aquellos 

lineamientos para la medida coercitiva de manera subsidiaria, a efectos de evitar 

lesionar los derechos y/o garantías mencionadas del investigado. 

Asimismo, el Proyecto de Ley N° 3842/2018-CR fundamentó que la 

aplicación de esta medida de manera indiscriminada hace que los ciudadanos 

incrementen su nivel de desconfianza en el sistema judicial peruano, puesto que 

pese a que existan personas que actúen en defensa de sus bienes jurídicos o 

autoridades que en estricto cumplimiento de la ley realicen conductas 

antijurídicas justificadas persiste la aplicación de aquella sin realizar un 

adecuado análisis de la conducta imputada, es decir, no se estudia a detalle las 

excepciones a la antijuridicidad como los casos mencionados. Por tanto, se trata 

de que los jueces cumplan de manera obligatoria todos los supuestos 

delimitados en el ámbito de la imputación objetiva y elementos del tipo penal, 

pues se entiende que el juez conoce la norma y debe recurrir a la interpretación 

sistemática de la norma al momento de analizar la fundabilidad o no de la prisión 

preventiva, de esta manera se cumplirá con la naturaleza jurídica del nuevo 

proceso penal peruano y su rol como juez de garantías respecto de los derechos 

fundamentales del investigado como la inocencia presumible y la libertad, para 

evitar que estos sean víctimas de errores de tipo judicial que les genere un daño 

irreparable y a su vez se agrave la situación actual respecto al hacinamiento de 

las penitenciarías. 

Por su parte, el Proyecto de Ley N° 4344/2022-CR se caracterizó por ser 

una propuesta legislativa innovadora en muchos aspectos, pero el más 

destacable es que a través de esta modificación se pretende reforzar la tutela 
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constitucional de la inocencia presumible y direccionar tal medida coercitiva para 

delitos extremadamente graves. Asimismo, con este proyecto se busca 

desarrollar a mayor detalle -a nivel normativo- los presupuestos materiales de 

esta medida, que hasta la fecha siguen siendo muy subjetivos, siendo esto uno 

de los factores por los que se habla de la vulneración a la garantía de inocencia 

de la que se presume a favor del investigado. Por otro lado, el precitado proyecto 

alude que la modificación sea textual respecto al respeto por la presunción de 

inocencia; y, además, que las declaraciones efectuadas por el investigado 

durante un proceso de colaboración eficaz no sean extraídas de contexto con el 

objetivo de fundamentar la referida medida coercitiva, toda vez que ello afectaría 

no exclusivamente la inocencia conjeturable sino también a libertad de tránsito 

del investigado.  

Respecto al objetivo específico 1: Explicar de qué manera el requerimiento 

de prisión preventiva afecta el derecho a la defensa del investigado en el distrito 

fiscal de Lima Norte, 2021; se plantearon las siguientes preguntas: 

En lo concerniente a la cuarta pregunta: ¿De qué manera considera usted 

que el presupuesto procesal de prognosis de la pena vulnera el derecho a la 

defensa del investigado en el distrito fiscal de Lima Norte, 2021?, las respuestas 

de los entrevistados fueron las siguientes: 

Rodríguez (2023), Miranda (2023), Linares (2023) y Molocho (2023) 

establecen que este presupuesto no genera vulneración al derecho a la defensa, 

pues, la medida preventiva solo es posible en cuyos casos superan los años 

sancionatorios para una prisión efectiva (cuatro años), y no para casos menores, 

por lo tanto, es un análisis sujeto a la gravedad del delito. Es decir, lo que busca 

este presupuesto es esta medida sea impuesta de manera proporcional, por lo 

que deberá ser analizado de manera exhaustiva para garantizar la 

proporcionalidad en el fundamento de esta medida coercitiva. Aunque Molocho 

(2023) señala que se vulneraría si establecería para delitos cuyas penas oscilan 

entre uno y dos años, lo cual no ocurre en la realidad del sistema penal peruano. 

Mientras que Vásquez (2023) y Requejo (2023) presentan una opinión diferente, 

toda vez que para ellos es el presupuesto más lesivo dentro de la prisión 

preventiva porque supone un análisis de cada conducta ilícita que se está 
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imputando. En tal sentido, consideran que solo se vulnera cuando durante la 

materialización del derecho a la defensa se verifique el abogado del investigado 

no esté ejerciendo una defensa adecuada al momento de debatir con el fiscal 

respecto de la imputación del delito, porque de ello dependerá si el delito que se 

está tipificando. Es decir, puede vulnerar únicamente a este derecho cuando el 

fiscal haya realizado una teoría del caso deficiente, es decir, no realizó una 

tipificación correcta, pero corresponde al abogado defensor verificar todo ello. En 

concordancia con estos, Silva (2023) argumenta que este presupuesto es el más 

peligroso de todos debido que presupone el análisis de una condena anticipada, 

por lo que una mala tipificación generaría un grave detrimento a los derechos del 

investigado y no solo a la libertad de este sino a los demás derechos conexos, 

por lo que la prognosis de la pena es un presupuesto que demanda de un análisis 

exhaustivo debido a que en este se está debatiendo el tiempo mínimo que podría 

ser condenado el investigado en caso de encontrarse culpable. Monteverde 

(2023), Alva (2023), Espinoza (2023) y Lonzoy (2023) sostuvieron que es un 

presupuesto cuyo análisis debe darse de manera detallada debido que mediante 

este se va a delimitar con certeza anticipada la pena que se le impondría en caso 

resulte culpable, en tal sentido, el derecho a la defensa alcanza un grado de 

vulneración elevado porque pese a que el investigado se autoproclame inocente 

y cuente con una defensa técnica, se afecta el mencionado derecho al 

adelantarse una condena basada en subjetividades. Asimismo, este presupuesto 

debería ser más detallado en la norma, para que de esta manera se evite 

provocar afectaciones a los derechos de los investigados.  

Sobre la quinta pregunta: ¿Considera usted que cuando el peligro procesal 

es valorado mediante indicios se vulnera el derecho a la defensa en el distrito 

fiscal de Lima Norte, 2021? ¿Por qué?; los entrevistados sostuvieron como 

respuestas las siguientes: 

Rodríguez (2023), Miranda (2023), Vásquez (2023), Requejo (2023), Linares 

(2023) y Molocho (2023) expresan que los indicios son parte de subjetividades 

del director del proceso y ello contraviene a la defensa del investigado porque 

aún no hay pruebas objetivas definitivas, sino que por costumbre judicial y el 

sistema valorativo preestablecido ya han impuesto la valoración de dicho 

presupuesto, siendo así se le resta importancia a la autodefensa del investigado. 
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Por eso es que en la realidad se ve reflejado que hay mucho conflicto 

jurisprudencial en lo que respecta este presupuesto, ya que es muy subjetivo. 

Así, al no haber otra forma de valorarlo sí habría vulneración, únicamente cuando 

la defensa no es eficiente durante la audiencia de prisión preventiva o en actos 

procesales anteriores a esta. Por tanto, la esencia de este requisito hace que 

haya una vulneración predictiva para la defensa del investigado, predictiva 

porque estará sujeto a las actuaciones que efectúe en su oportunidad el abogado 

defensor. Es así que la sustentación de un requerimiento de la referida medida 

coercitiva exclusivamente por indicios genera un alto grado de indefensión al 

investigado, puesto que la precitada norma procesal no ha regulado 

taxativamente qué se debe comprender por lo que compone este presupuesto. 

En esa línea, Lonzoy (2023) precisó que un claro ejemplo de ello es el arraigo 

de tipo domiciliario, el cual en muchas ocasiones pese a que la defensa muestra 

un medio probatorio que a su criterio es idóneo para el fiscal y el juez no lo es y 

se dicta la prisión preventiva, por ende, tal subjetividad afecta el referido derecho.  

Mientras que Silva (2023), Monteverde (2023), Alva (2023) y Espinoza 

(2023) expresaron que el requerimiento de prisión preventiva se funda 

precisamente en el peligro procesal, pues con la acreditación de este lo que se 

busca es evitar un posible  frustración del proceso, por lo que no cabe la idea de 

que este presupuesto lesione la defensa del investigado sino más bien lo que 

busca es asegurar la presencia de este (investigado) durante el proceso por lo 

que la defensa del investigado puede seguir haciendo uso de todas las 

herramientas legales a efectos de lograr crear convicción- si fuera el caso- la 

imposición de otra medida.  Si bien esta medida (preventiva) y otras conllevan la 

aplicación necesaria de indicios, eso no significa que se esté ocasionando una 

lesión a la defensa del investigado, puesto que lo que este busca es asegurar la 

eficacia del proceso penal y en caso resulte culpable el investigado hacer 

inmediata la imposición de la pena establecida en sentencia, por lo cual dicha 

actuación no colisiona con las actuaciones de la defensa del investigado, ya que 

le corresponde a su defensa técnica-hablando en el sentido material- realizar 

todas las actuaciones posibles a efectos de demostrar que lo solicitado por el 

fiscal no corresponde aplicar para la conducta atribuida a su patrocinado.  
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Respecto a la sexta pregunta: ¿Considera usted que la prognosis de la 

pena demanda un mayor examen hermenéutico que probatorio para el 

persecutor y el abogado del investigado en el Distrito Fiscal de Lima Norte, 2021? 

¿Por qué?; los entrevistados plantearon las siguientes respuestas: 

Rodríguez (2023), Requejo (2023), Linares (2023) y Molocho (2023) 

argumentan que para este presupuesto tanto para el fiscal como para la defensa 

técnica requiere de una actividad centrada en la hermenéutica, pues se deberá 

analizar de manera exhaustiva y argumentar jurídicamente el ilícito, así como las 

agravantes y atenuantes y complementar con las pruebas. Asimismo, el juez 

tendrá la ardua responsabilidad de evaluar todas las pruebas que ofrece el fiscal 

y la parte defensora. Entonces, ello involucra un análisis propiamente dicho ya 

que es un aspecto subjetivo que quedará a criterio del juez y que la defensa 

técnica debe debatir para asegurar la libertad o cancelación de la prisión 

preventiva de su patrocinado. En esa línea, Vásquez (2023) y Silva (2023) 

siguieron la misma percepción, pero el primero de ellos agregó que durante la 

evaluación de este presupuesto necesariamente se recurrirá a la hermenéutica, 

toda vez que se está realizando una especie de diagnóstico de pena respecto 

del hecho imputado. Es decir, es una sentencia antelada en caso de 

comprobarse la responsabilidad penal del imputado, por lo que tanto el abogado 

defensor como el fiscal deberán fundamentar el porqué de dicha condena 

adelantada y eso parte que el fiscal con su carga probatoria deba trabajar en 

armonía con las pruebas, aunque se trate más de un especto subjetivo, por lo 

que es uno de los supuestos más criticados. A su vez, el segundo refirió que 

para ambos demanda más de un examen hermenéutico que probatorio debido a 

que en este se va realizar un análisis de la magnitud de la posible condena del 

investigado, por lo que se debe recurrir a la hermenéutica a efectos de valorar 

de modo razonable la probabilidad de que la pena a imponer sea de más de 

cuatro años. Es así que este presupuesto procesal no puede darse sin que exista 

un análisis previo del delito y la condena a imponer. Por su parte, Miranda (2023) 

y Lonzoy (2023) aseveraron que dicho examen es de mayor cumplimiento para 

el fiscal, ya que tiene que, en primer lugar, acreditar jurídicamente la sospecha 

de que el investigado está vinculado con la comisión del delito, por lo que deberá 

recurrir a la ya conocida teoría del delito. Monteverde (2023) y Espinoza (2023) 
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afirmaron que el objetivo de este presupuesto es establecer una pena 

adelantada, por ello es que se hace necesaria la realización de un examen 

probatorio suficiente, para poder sustentar la fundabilidad de la solicitud de la 

medida coercitiva. Asimismo, la hermenéutica también es esencial para el 

análisis de dicha fundabilidad, la cual estará a cargo en primer momento por el 

juez de investigación.  Finalmente, Alva (2023) alegó que, al momento de 

efectuar el análisis, tanto el persecutor como el juez deben considerar cada uno 

de los elementos del delito imputado a efectos de poder determinar cuál sería la 

posible pena, no olvidándose de evaluar causas de exención o atenuación de la 

responsabilidad del imputado. 

En este apartado se procedió a analizar e interpretar las categorías 

emergentes en relación al objetivo específico 1: 

 

 

Así, se tuvo que para la procedencia de esta medida – de manera esencial 

– se requiere de la existencia de una conducta ilícita cuya pena contenga una 

prisión efectiva, pues ello obedece la estructura del sistema penal peruano. 

Por otro lado, importa la teoría del caso que formule en su caso el persecutor y 

el defensor, la misma que deberá estar presente en todo acto procesal. Por su 

parte, el juzgador hará uso del sistema de valoración para examinar el 

cumplimiento de todos los presupuestos como el caso del arraigo domiciliario, 

el mismo que se valora por indicios, a causa de la costumbre judicial.  

Del mismo modo, se aplicaron guías de análisis documental. En relación 

con el objetivo específico 1 planteado se analizaron dos fuentes documentales, 

de las cuales se tuvieron las siguientes:  

En consecuencia, el Tribunal Constitucional en el expediente N° 02156-

2018 determinó que el derecho a la defensa encuentra su garantía en la carta 

magna. La jurisprudencia constitucional ha visto conveniente disgregarlo en dos 

dimensiones a efectos de delimitar una mejor tutela y análisis al momento de 

resolver un conflicto. Por tanto, si durante un proceso penal, el investigado no 

cuenta con un abogado defensor que sea capaz de plantear fundamentos 

idóneos en sus alegatos para destruir la teoría del caso del fiscal frente a su 

Explicar de qué manera el requerimiento de prisión preventiva afecta el 

derecho a la defensa del investigado en el Distrito Fiscal de Lima Norte, 2021 
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requerimiento de prisión preventiva, entonces sería lo mismo que dejarlo en 

situación de indefensión. En este último supuesto se encontraría la vulneración 

a raíz de esta medida, específicamente en las audiencias. 

Mientras que en el expediente N° 04415-2013/PHC-TC se infirió que cuando 

se ha expedido una resolución judicial final (sentencia) condenatoria y no se ha 

logrado reunir los elementos necesarios para enervar la inocencia presumible 

del investigado entonces muchos derechos además del de la libertad se verán 

afectados, pero en esencia el de la defensa, puesto que, mediante aquel, él 

investigado podrá repeler cualquier imputación que termine por afectar su 

libertad como garantía fundamental. Ello también debe aplicar para los autos de 

prisión preventiva, sobre todo teniendo en cuenta que estos derechos han sido 

acogidos a nivel supranacional y vincula a diversos sistemas jurídico-penales 

mundiales.  

Por su parte, del análisis del expediente N° 02825-2017-PHC/TC se coligió 

que existe un vínculo entre el derecho a la defensa y la presunción de inocencia. 

En los últimos años, los juicios más polémicos son sometidos a condena del 

público, en tal sentido, debe prevalecer la publicidad de los juzgamientos; sin 

embargo, dicha publicidad no debe constar en la exposición de un investigado 

en calidad de culpable. Bajo ese contexto, aquellas diligencias previas a un juicio 

definitivo, no deben ser expuestas en medios comunicativos, toda vez que estas 

son confidenciales por mandato expreso de ley, ya que de hacerlo se estaría 

vulnerando la inocencia conjeturable y su derecho a la defensa desde su 

perspectiva material. Así, un ejemplo que es innegable citar es la detención 

preventiva en el caso del fallecido presidente peruano García en el año 2019, 

pues dicha diligencia debía ser reservada, no obstante, diversos medios sabían 

la fecha y hora en que se iba a realizar. Esto definitivamente, constituyó un 

precedente que no debe repetirse a efectos de garantizar la defensa e inocencia 

de los investigados. En suma, el TC precisó que cuando las actuaciones de 

órganos estatales inmersos en el proceso judicial impiden a las partes a ejercer 

los medios suficientes y necesarios para defender sus derechos se lesiona el 

referido derecho. 
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Respecto al objetivo específico 2: Explicar de qué manera la presunción de 

inocencia garantiza el derecho a la libertad del investigado en el Distrito Fiscal 

de Lima Norte, 2021; se formularon las siguientes preguntas en la guía de 

entrevista de la presente investigación: 

Sobre la sétima pregunta: ¿De qué manera considera usted que el principio 

constitucional de presunción de inocencia alcanza la tutela del derecho a la 

defensa del investigado en el Distrito Fiscal de Lima Norte, 2021?; los 

entrevistados respondieron: 

Rodríguez (2023), Miranda (2023), Linares (2023) y Molocho (2023) 

expresan que, en primer lugar, durante la investigación fiscal e incluso en el 

devenir del proceso penal, el investigado se presume inocente hasta que en 

sentencia no se haya declarado lo opuesto; en consecuencia, es un límite a la 

actividad sancionadora del estado. Asimismo, la inocencia como tal siempre fue 

y seguirá siendo una pierda en el camino para el fiscal, pues este debe derribarla 

en base a elementos fundados y alcanza un poder tuitivo para la autodefensa 

del investigado, porque hasta el fin del proceso incoado él tendrá ese derecho 

de autoproclamarse como inocente de todo cargo que se le ha imputado, lo cual 

se vincula con otra libertad fundamental que acoge la carta magna, es decir, la 

prohibición de autoincriminación. En tal sentido, busca limitar al persecutor penal 

en su aspiración de someter al investigado a un centro penitenciario. 

Siguiendo esa línea, Vásquez (2023), Requejo (2023) y Silva (2023) 

manifiestan que este principio es la columna vertebral de la investigación penal, 

aunque se involucra con otros principios como el in dubio pro reo, pero logra 

proteger además de la libertad, el derecho a la defensa en un sentido material, 

toda vez que el investigado toma conocimiento de su imputación en un hecho 

delictivo, pero ello no implica que ya sea tratado como culpable sino que debe 

haber un proceso, ello gracias al precitado principio. Agregan que la tutela es 

indirecta porque este principio es orientador para los sujetos procesales en 

materia penal amplia su rango de protección en su dimensión material, porque 

el investigado va a autodeclararse como persona inocente desde que se le 

notifica la disposición de iniciarse la investigación en su contra. Silva (2023) y 

Lonzoy (2023) agregaron que la precitada presunción se convierte en un arma 
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para la defensa del investigado debido que en nombre de ella este no pierde su 

calidad de inocente hasta que no se determine su culpabilidad en una sentencia 

firme.  No cabe duda alguna que esta garantía constitucional juega un rol 

fundamental dentro del proceso penal porque sin la existencia de esta todas las 

personas investigadas serian señaladas como culpables pese a que no exista 

una condena que lo determine. Monteverde (2023), Alva (2023) y Espinoza 

(2023) sostuvieron que sin la existencia de este principio constitucional toda 

persona inmersa en una investigación tendría la calidad de “cuasiculpable”. Esta 

garantía pertenece a la actividad jurisdiccional y como tal es la espina dorsal que 

inspira otros principios, incluso los llega a proteger, en ese sentido, encuadra 

una tutela muy vinculada con la garantía de defensa del investigado sobre todo 

en su esfera formal, toda vez que coadyuva a que se materialice la autodefensa 

del investigado desde el momento que se inicia la investigación en su contra. 

Respecto a la octava pregunta: ¿De qué manera considera usted que la 

presunción de inocencia cumple un rol protector sobre el derecho a la libertad 

del investigado en el distrito fiscal de Lima Norte, 2021?; se tuvieron las 

siguientes respuestas por parte de los entrevistados para la presente 

investigación: 

Rodríguez (2023), Miranda (2023), Requejo (2023), Linares (2023), Molocho 

(2023) y Lonzoy (2023) señalaron que el tratamiento de inocencia del investigado 

debe prevalecer desde la investigación en sede fiscal hasta que la última 

instancia judicial. Ello con el objetivo de mantener intacta la tutela jurisdiccional 

efectiva, puesto que como resultado se tendría una garantía total a la libertad del 

investigado. Agregaron que la protección a este derecho es como una cadena 

que empieza con la inocencia conjeturable, ya que esta última se relaciona con 

otros derechos propios de la actividad jurisdiccional en pro del investigado, 

representado ello una limitación al poder inquisitivo estatal. En consecuencia, 

ante situaciones en las que se pretende suspender este derecho (libertad) sin 

que exista razón fundada y suficiente, se impone la presunción de inocencia 

como garantía fundamental. 

Continuando la línea de argumentos, Vásquez (2023) y Requejo (2023) 

atañeron que el derecho a la libertad, es quizá uno de los de mayor 
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trascendencia, por ello que los tratados internacionales y normas internas han 

previsto su tutela a través de garantías, la presunción de inocencia es una de 

ellas. Aunque, aunado a ella, la garantía de Hábeas Corpus cumple un mejor 

ámbito protector para este derecho fundamental, ya que al investigado le asiste 

desde el inicio hasta el final del proceso, incluso en segunda instancia o instancia 

excepcional. Del mismo modo, agregaron que ni en supuestos de flagrancia se 

puede enervar la presunción de inocencia porque debe haber un proceso que 

determine la culpabilidad o absolución del mismo, sin embargo, en dicho 

supuesto ya la libertad se restringirá, pero con fines netamente procesales. Silva 

(2023) argumentó que excepcionalmente se puede restringir de su libertad al 

investigado, dicha restricción nace con el fin de avalar la presencia y disposición 

del investigado durante el proceso y así arribar a la eficacia del mismo. Por lo 

que la presunción de inocencia es la piedra angular en el proceso penal pues 

alcanza la protección de derechos como la libertad, dignidad entre otros, los 

cuales deben ser respetados durante todo el proceso penal. 

Alva (2023) y Espinoza (2023) agregaron que la libertad es un derecho de 

gran relevancia, pues si alguien es privado de este, carecería su realización 

dentro de la sociedad, en aras de tutelar este derecho es que nacen una serie 

de garantías, siendo la presunción de inocencia la que mayor relevancia tiene, 

ya que se origina con el fin de poder tutelar la libertad. Monteverde (2023) precisó 

que la libertad y la inocencia conjeturable son derechos que, durante un proceso 

penal, se materializan de manera sinérgica, puesto que solo en supuesto legales 

delimitados la libertad se puede restringir, sin embargo, en una investigación por 

la comisión u omisión de una conducta delictiva bajo ninguna circunstancia el 

investigado puede perder su calidad de inocente. 

Finalmente, sobre la novena pregunta: Teniendo en cuenta que el derecho 

a la libertad posee un rango constitucional ¿considera que el solo hecho de que 

los fiscales formulen el requerimiento de prisión preventiva afecta este derecho 

en el distrito fiscal de Lima Norte, 2021?, ¿por qué?; se tuvieron las siguientes 

respuestas de los entrevistados: 

Rodríguez (2023), Miranda (2023) y Linares (2023) alegaron que el 

requerimiento de prisión preventiva formulado por el persecutor por sí solo no 
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genera afectación al derecho a la libertad del investigado, puesto que solo 

constituye una petición que debe fundamentar y probar; y que el juez dictaminará 

finalmente luego debe haber escuchado a la defensa, por lo que no 

necesariamente va ordenar dicha medida; es decir, el  juez va tomar la decisión 

una vez que se el fiscal haya oralizado su pedido y a su vez la defensa técnica 

haya sustentado su contradicción. Enfatizaron, también que para la aplicación 

de tal medida es necesario que existan elementos suficientes, en ese sentido no 

cabría el hecho que un requerimiento lesione la libertad del investigado sino 

cuando el fiscal pretende que por vagas sospechas se imponga esta medida, por 

lo cual el juez cumple un rol muy importante en esta etapa pues de él va nacer 

la decisión de aplicar o no esta medida. Por su parte, el entrevistado Vásquez 

(2023) manifestó argumento similar, pero sostuvo que esta medida se está 

usando no como excepción sino como primera opción, por lo que desde ese 

punto ya se hablaría de un daño potencial a la libertad del investigado de parte 

de las autoridades. Agrega que la solicitud formulada por el fiscal no la vulnera 

directamente sino solo luego de se haya culminado la audiencia de prisión 

preventiva, pues ahí recién se verá si la medida o el tiempo es proporcional o no 

respecto del hecho imputado y del procesado. Espinoza (2023) señaló que en 

ese sentido nada tiene que ver el requerimiento de prisión preventiva respecto al 

derecho a la libertad del investigado pues esta medida encuentra su origen con 

la solicitud por parte del Ministerio Público, la misma que deberá ser 

debidamente motivada, lo cual no significa que esta vaya a prosperar, toda vez 

que el análisis que realice el juez será determinante para su aplicación. 

Mientras que Requejo (2023), Molocho (2023), Silva (2023) y Lonzoy (2023) 

expresaron que el solo hecho de requerir tal medida constituye una afectación a 

la garantía fundamental de libertad del investigado, dado que ello implica que se 

está tratando subjetivamente a un investigado como una persona que 

parcialmente es culpable. No obstante, se va a perfeccionar dicha vulneración 

cuando luego del proceso incoado se podría verificar que la persona debió ser 

absuelta por insuficiencia probatoria o por duda razonable. En cualquier de estos 

supuestos, habría un daño al investigado. Adicionaron que tal afectación se 

manifiesta porque desde antes que exista una sentencia el investigado estaría 

purgando una condena anticipada, dejándolo ante la sociedad como culpable, 
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pues ante el desconocimiento normativo de aquella toda persona que está en 

una prisión es culpable. En consecuencia, el derecho a la defensa se ve afectado 

porque la prisión preventiva en varias ocasiones se fundó sobre sospechas 

simples sin determinar a fondo otros elementos que apunte a la aplicación 

obligatoria de tal medida. La mencionada medida, en la actualidad, se está 

aplicando de manera desproporcional sin tomar en cuenta todos los requisitos 

que la norma establece. Así mismo la solicitud de prisión preventiva genera un 

juzgamiento anticipado basado únicamente en indicios, por lo que de manera 

adelantada de esta condenando subjetivamente al investigado sin que exista 

pruebas fehacientes. Monteverde (2023) y Alva (2023) fundamentaron que la 

precitada medida coercitiva, debido a su esencia jurídica, tiene que dictarse 

excepcionalmente, solo así se garantizará proceso penal exitoso y respetuoso 

del debido proceso.  

En este apartado se procedió a analizar e interpretar las categorías 

emergentes en relación al objetivo específico 2: 

 

 

Así, se tuvo que la inocencia conjeturable es una de las barreras para la 

actividad sancionatoria del Estado y solo puede ser enervada por una sentencia. 

Su estricto cumplimiento alcanza a todos los sujetos procesales. En esa línea, 

no solo tutela la libertad sino otros derechos, siendo que se articula con la 

prohibición de autoincriminación y el in dubio pro reo, principios que se deben 

aplicar desde que se inicia la investigación. Ante la vulneración de la libertad de 

manera objetiva se tiene al Habeas Corpus como herramienta garantista, 

mientras que la inocencia presumible hace que se garantice dicho derecho de 

manera subjetiva, de modo que, ante la insuficiencia probatoria, cualquier 

medida coercitiva carecerá de fundamento legal.  

Finalmente, se aplicaron guías de análisis documental. En relación con el 

objetivo específico 2 formulado se analizaron dos fuentes documentales, de las 

cuales se tuvieron las siguientes:  

La norma fundamental peruana establece que la libertad es un derecho 

constitucional que no debería ser lesionado por nadie, sin embargo, existen 

Explicar de qué manera la presunción de inocencia garantiza el derecho a la 

libertad del investigado en el Distrito Fiscal de Lima Norte, 2021 
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ciertas ocasiones en las que la autoridad por mandato judicial puede restringir la 

libertad de una persona, esto hasta que se determine la autoría o complicidad en 

un hecho delictivo. El mero hecho de detener a alguien sin mandato judicial y sin 

que exista razón justificada pone en riesgo la vulneración a una serie de 

derechos conexos a la libertad.  

Siguiendo esa perspectiva, efectuado el análisis del artículo segundo del 

Título Preliminar del Código Procesal Penal peruano se desprende que, como 

axioma orientador e ineludible, estos dos incisos de la norma adjetiva penal 

garantizan la libertad de la persona, así como su dignidad y demás atributos de 

la personalidad a lo largo del cauce del proceso penal. Por otro lado, constituye 

una regla para las autoridades públicas de brindar información sobre la situación 

jurídica del investigado, pues ello lesiona los mencionados derechos. En tal 

sentido, se destaca la importancia que este derecho se encuentre regulado 

taxativamente en la ley fundamental y la norma adjetiva precitada; en 

consecuencia, se colige que   coadyuva a que el investigado ejecute una especie 

de control respecto a los derechos que están siendo objeto de lesión por 

actuaciones judiciales. 

De igual modo, la sentencia de la CIDH estableció que, por mandato judicial 

se puede restringir de su libertad a una persona. Sin embargo, esta restricción 

se efectuará bajo un tiempo determinado, es decir, que el investigado puede 

permanecer en calidad de detenido sin que ello implique que se extralimite el 

plazo legal de su privación locomotora. Por otro lado, si bien el estado posee el 

jus imperium este también tiene límites respecto a los derechos fundamentales, 

en esta medida se tiene que si no existe razones suficientes para mantener a 

alguien detenido debe dejarse libre a efectos de seguir lesionando su derecho a 

la libertad, procediéndose a imponer medidas menos gravosas si fuera 

necesario. 

DISCUSIÓN.- En lo concerniente a la discusión de los resultados obtenidos 

y descritos en los párrafos precedentes se tuvo que para la consecución de este 

capítulo se aplicó la triangulación de datos, para lo cual se tuvo en cuenta los 

datos recolectados en las guías de entrevista y de análisis documental, así como 
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los artículos de revistas científicas consignados en el marco teórico de la 

presente tesis. 

En mérito al objetivo general:  

Tabla N° 08. Discusión en mérito al objetivo general 

Objetivo General Supuesto General 

Explicar de qué manera la prisión 

preventiva afecta la presunción de 

inocencia en el Distrito Fiscal de Lima 

Norte, 2021 

La prisión preventiva afecta la 

presunción de inocencia en el Distrito 

Fiscal de Lima Norte, 2021 

Fuente: Elaboración propia 

Respecto a la primera pregunta de la guía de entrevista, se tuvo que los 

entrevistados Silva (2023), Miranda (2023), Rodríguez (2023), Vásquez (2023), 

Requejo (2023), Linares (2023), Molocho (2023), Monteverde (2023) y Alva 

(2023) coligieron que la aplicación de la cita medida implica un detrimento a la 

presunción de inocencia, toda vez que se está adelantando la restricción del 

derecho de plenitud de libertad del investigado, en estricto, de la de tránsito sin 

que aún se haya declarado su culpabilidad. Asimismo, destacaron que el solo 

hecho de dictarse sin que exista una condena del investigado configura su 

afectación, porque al ingresar a un centro penitenciario pierde su calidad de 

inocente (es sometido al mismo trato que los demás presos que sí están 

cumpliendo una condena firme). Del mismo modo, coincidieron en que esta 

medida debe ser razonada y proporcionada a los fines del proceso, puesto que 

sería un abuso dictar dicha medida por un plazo mayor al requerido en base al 

tipo del delito, ya que en la actualidad hay desnaturalización en ese aspecto, al 

momento de que el persecutor requiere la medida; y, por otro lado, también se 

tiene que los jueces se olvidan de tales axiomas a causa de la presión social o 

de los medios de comunicación, generando un efecto colateral: el incremento del 

problema del hacinamiento de las penitenciarías. Finalmente, agregaron que los 

fiscales solicitan esta medida extralimitándose de lo permitido por ley, porque 

hay otras opciones antes de la preventiva, es decir, durante el análisis, el juez 

debe priorizar la aplicación de las medidas restrictivas como su primera 

alternativa y no como última. En consecuencia, sí se afecta este derecho 
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fundamental desde el momento en que se impone tal medida pudiendo solicitar 

otra.  

No obstante, Espinoza (2023) y Lonzoy (2023) precisaron que no hay lesión 

a tal garantía del investigado, toda vez que será el juez quien logrará determinar 

si la solicitud del persecutor resulta ser la más idónea para el caso que está 

siendo objeto del proceso, mientras tanto el investigado permanece libre; por 

tanto, su inocencia seguirá intacta. Cabe precisar que, tanto para su aplicación 

como su inaplicación esta medida debe estar motivada y acreditada de manera 

adecuada; es decir si los jueces la aplican de la manera en la que la norma la ha 

regulado no habría afectación alguna sobre la garantía esencial del proceso en 

pro del investigado.  

Respecto a la segunda pregunta de la guía de entrevista, se tuvo que los 

entrevistados Rodríguez (2023), Miranda (2023), Vásquez (2023), Silva (2023), 

Lonzoy (2013), Requejo (2023), Linares (2023) y Molocho (2023) coligen que los 

graves y fundados elementos de convicción lesionan el derecho a la defensa en 

su esfera material, puesto que para su imposición dichos elementos son 

determinantes y aquellos se caracterizan por ser subjetivos; es decir, un aspecto 

que no es conocido por el propio investigado y de alta complejidad de enervar 

por parte de su defensa técnica. Siguiendo esa línea, refieren que hay una 

deficiencia legislativa respecto a este presupuesto, toda vez que la norma 

adjetiva penal no ha referido expresamente cuáles son dichos elementos, 

solamente la jurisprudencia y la doctrina la han desarrollado, precisamente, 

porque ha sido motivo de debates al momento de mencionar a la detención 

preventiva; en tal sentido, debe reformarse la norma que acoge este requisito. 

Mientras que Lonzoy (2023), Requejo (2023), Linares (2023) y Molocho (2023) 

concluyen que la afectación a tal derecho existe, pero de manera parcial, pues 

no solo lesiona a la dimensión material sino la formal, ello a raíz de la 

característica subjetiva inherente de estos elementos, por lo que se trata de un 

presupuesto sometido a la calificación del juez respecto de las pruebas que 

ofrece el fiscal y la defensa técnica, esta última deberá tener una solidez alta que 

logre derribar la tesis del fiscal y ser incisivo en los graves y fundados elementos 

de convicción con la finalidad de garantizar la defensión del investigado. En 
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consecuencia, esta dimensión agravaría su afectación si el investigado afronta 

el proceso dentro de una penitenciaría.  

En contraste, Monteverde (2023), Alva (2023) y Espinoza (2023) coligen que 

la lesión a la dimensión material del derecho mencionado no se produce 

directamente, puesto que la razón de ser de esos elementos es acreditar de 

manera razonable la comisión del tipo penal que este ligado a la conducta 

imputada. Es decir, es considerado como un elemento sine qua non, ya que lo 

se pretende es determinar los indicios que conlleven a tener certeza de los 

hechos que sustentan la solicitud del persecutor. Aunado a ello, de contarse con 

una defensa técnica que ejercite su labor de manera óptima, la dimensión 

material no encontraría afectación, puesto que las declaraciones del investigado 

son determinantes al momento del examen que haga el juez respecto al pedido 

del fiscal. 

En lo concerniente a la tercera pregunta de la guía de entrevista, se tuvo 

que los entrevistados: Rodríguez (2023), Miranda (2023), Linares (2023), 

Molocho (2023), Silva (2023), Alva (2023), Monteverde (2023) y Espinoza (2023) 

arribaron a la conclusión de que el requerimiento de la medida coercitiva genera 

afectación sobre la dimensión procesal del referido derecho constitucional 

porque conlleva a establecer una especie de culpabilidad preexistente, es decir, 

sin haberse declarado su responsabilidad penal. Si no se logra enervar la 

relatividad de esta presunción mediante la actividad probatoria se estaría 

agravando la afectación de la dimensión mencionada, porque esta garantía 

constitucional representa una represión al poder punitivo estatal. En ese 

contexto, la dimensión que presenta mayor afectación es la procesal, dado que 

en el ínterin del proceso se someten a todas las partes inmersas en un proceso 

de valoración con el fin de que estas no traten a los investigados como culpables 

sin que antes haya terminado el proceso. Asimismo, la mencionada garantía 

encuentra afectación a raíz de la solicitud de esta medida por parte del fiscal, ya 

que lo que busca tal garantía es que haya paridad y tratamiento legal justo para 

los investigados y que todos aquellos que estén involucrados en el proceso 

cumplan con tal disposición, es decir, desde el personal administrativo hasta el 

juez, y de no darse eso entonces se estaría afectando el respeto por tal garantía.  
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En otro extremo, Vásquez (2023), Requejo (2023) y Lonzoy (2023) coligieron 

que la inocencia conjeturable presenta sinergia con el derecho al honor del 

investigado, por lo tanto, el requerimiento de prisión preventiva afecta a ambas 

dimensiones, sin embargo, la procesal se afecta en mayor proporción, ello 

porque existe un proceso incoado, el cual debe cumplir con esta garantía, es 

decir, vincula a todos los sujetos procesales, a efectos de tratar como no culpable 

hasta que se expida sentencia firme y consentida. En ese contexto, la prisión 

preventiva afecta además la dimensión extraprocesal porque gran parte de las 

personas que son sancionadas con esta medida son expuestas públicamente, 

por lo que se estigmatiza a las personas como culpables e incluso la prensa 

incrementa este fenómeno, por ende, los derechos fundamentales del 

investigado tienen que ser respetados -obligatoriamente- por todos los 

conformantes de la sociedad. Siendo ello así, cualquier actuación de parte de los 

administradores de justicia o del persecutor del delito siempre debe respetar ese 

parámetro (la inocencia conjeturable). 

Por lo mencionado precedentemente, se expresa una postura de 

concordancia respecto a los argumentos versados por los entrevistados en el 

extremo de que esta medida coercitiva es causa principal de la afectación a la 

garantía constitucional de la inocencia presumible, dado que existe una 

desnaturalización tanto del requerimiento como la concesión de esta medida, 

debiendo limitarse a ser aplicada únicamente cuando no haya otra medida que 

garantice la finalidad del proceso penal incoado. 

Bajo esa perspectiva, las fichas de análisis documental, con respecto al 

objetivo general refuerzan lo versado por los entrevistados que adoptaron una 

postura mayoritaria en lo concerniente al detrimento de la inocencia conjeturable 

a raíz de la detención preventiva. Al respecto, lo plasmado en el Acuerdo 

Plenario N° 01-2019/CIJ-116 refirió que esta medida genera una afectación a la 

inocencia del investigado, puesto que se trata de un examen analítico 

completamente subjetivo que efectúa el juez, es decir, para un juez puede no 

haber lugar para dictar esta medida, pero para otro sí. Ello se contrapone con la 

naturaleza jurídica de tal medida, ya que el investigado debe afrontar el juicio en 

plena libertad (como prima ratio). 
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En esa línea, la Casación N°626-2013-Moquegua destacó la necesidad de 

motivar el requerimiento de la mencionada medida, indicando que la motivación 

debe fundarse en el principio de proporcionalidad. Cuando el mandato judicial de 

prisión previsional presenta cualquier supuesto de defectos en la motivación 

origina un detrimento a la inocencia presumible como pilar del proceso penal y 

garantía de la libertad del investigado. Finalmente, está sentencia buscó dejar 

en claro aquellos lineamientos para la aplicación esta medida como una 

subsidiaria, a efectos de evitar lesionar los derechos y/o garantías mencionadas 

del investigado. 

Por su parte, el Proyecto de Ley N° 3842/2018-CR pretendió que con la 

modificatoria de los ciertos artículos de la norma adjetiva penal, los jueces 

cumplan de manera obligatoria todos los supuestos delimitados en el ámbito de 

la imputación objetiva y elementos del tipo penal, pues se entiende que aquellos 

conocen la norma y debe recurrir a la interpretación sistemática de la norma al 

momento de analizar la fundabilidad o no de la prisión preventiva, de esta 

manera se cumplirá con la naturaleza jurídica del nuevo proceso penal peruano 

y su rol como juez de garantías respecto de los derechos fundamentales del 

investigado como la inocencia presumible y la libertad, para evitar que estos sean 

víctimas de errores de tipo judicial que les genere un daño irreparable y a su vez 

se agrave la situación actual respecto al hacinamiento de las penitenciarías. 

Siguiendo la misma línea, en el Proyecto de Ley N° 4344/2022-CR se 

destaca una propuesta legislativa innovadora destacable, toda vez que busca 

reforzar la tutela constitucional de la inocencia presumible y direccionar tal 

medida coercitiva para delitos extremadamente graves. Del mismo modo, se 

pretendió desarrollar a mayor detalle -a nivel normativo- los presupuestos 

materiales de esta medida, que hasta la fecha siguen siendo muy subjetivos, 

siendo esto uno de los factores de la vulneración a la garantía de inocencia de 

la que se presume a favor del investigado. Asimismo, el precitado proyecto 

pretende una modificación textual sobre el respeto por garantía de no 

culpabilidad; y, además, que las declaraciones efectuadas por el investigado 

durante un proceso de colaboración eficaz no sean extraídas de contexto con el 

objetivo de fundamentar la referida medida coercitiva, toda vez que ello afectaría 
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no exclusivamente la inocencia conjeturable sino también a libertad de tránsito 

del investigado.   

En ese orden de ideas y aunado a lo referido por las guías de análisis 

documental y fortaleciendo la postura de los entrevistados, se tuvo del marco 

teórico lo aportado por Valero (2020), quien coligió que la aplicación inmotivada 

de la prisión previsional conlleva una concatenación de transgresiones hacia las 

garantías sustanciales de los investigados, entres estas se destaca 

esencialmente su inocencia presumible. En tal sentido, se debe efectuar una 

calificación objetiva y adecuada de la conducta delictiva con el fin de delimitar la 

proporcionalidad de la medida, es decir, analizar si esta corresponde o no para 

el caso sometido a investigación, toda vez que cuando el investigado es derivado 

a un centro penitenciario ya no existirá distinción entre procesados y 

sentenciados. En consecuencia, el persecutor debe solicitarla cuando sea 

necesaria habiendo agotado todas las otras medidas y por su parte, el órgano 

jurisdiccional debe analizar exhaustivamente cada uno de los requisitos para su 

aplicación. Asimismo, el autor Holmes (2020) en su artículo sobre la figura de 

“pretrial detention” coligió que la medida menos restrictiva recae sobre la fianza, 

la misma que el “prosecutor” solicita en lugar de la preventiva, es decir, esta 

medida solo debe ser requerida en último extremo, cuando la otra medida 

económica no logre producir al juzgador una certeza de tipo alta, toda vez que la 

obligación del “prosecutor” será mostrar una fuerte garantía de la no ausencia 

del investigado en el proceso iniciado. 

Efectuada la ponderación de las respuestas de la guía de entrevista, las 

guías de análisis documental (jurisprudencial y normativo) y el marco teórico 

relacionados con el objetivo general del presente informe de investigación, se 

arribó a la conclusión que la garantía procesal fundamental de la inocencia 

conjeturable es vulnerada por la detención preventiva, a causa primigenia de la 

desnaturalización excepcional de esta última. Ello como consecuencia del 

requerimiento inadecuado de los persecutores y la interpretación inadecuada de 

los magistrados. Asimismo, se tiene que reforzar que los fiscales soliciten que 

se impongan las medidas de comparecencia como primer mecanismo de cautela 

del proceso penal y dejar a la prisión preventiva en la última opción para 

requerirla luego de analizar adecuadamente el caso, aunado a no forzar la figura 
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por presión popular o social. Finalmente, como hallazgo se tuvo que la 

desnaturalización de esta medida hace que además de la vulneración a los 

derechos citados del investigados se genere un elemento negativo, pues recae 

sobre el hacinamiento como uno de los grandes problemas que afrontan las 

penitenciarías del país, generando que se amenacen derechos humanos de los 

recluidos de forma definitiva o provisional. 

En esa línea, se evidencia que la regulación de algunos presupuestos de la 

referida medida coercitiva no ha sido dada de manera adecuada. Así, se tiene 

que los graves y fundados elementos de convicción tienen una redacción vaga y 

genérica que provoca que los jueces interpreten autónomamente dicho supuesto 

y se termine por aplicar indiscriminadamente la medida causando así el 

detrimento a la presunción de inocencia. Finalmente, cabe precisar que el 

supuesto general fue comprobado, esto es, la prisión preventiva afecta la 

presunción de inocencia en el Distrito Fiscal de Lima Norte, 2021.  

En mérito al primer objetivo específico:  

Tabla N° 09. Discusión en base al primer objetivo específico 

Primer objetivo específico Primer supuesto específico 

Explicar de qué manera el 

requerimiento de prisión preventiva 

afecta el derecho a la defensa del 

investigado en el Distrito Fiscal de 

Lima Norte, 2021 

El requerimiento de prisión preventiva 

afecta el derecho a la defensa del 

investigado en el Distrito Fiscal de 

Lima Norte, 2021; se tuvo lo siguiente: 

Fuente: Elaboración propia 

En concordancia con la cuarta pregunta, Rodríguez (2023), Miranda 

(2023), Linares (2023) y Molocho (2023) convergen que la prognosis de la pena 

no lesiona el derecho a la defensa, esta medida solo es posible siempre que el 

delito a investigar posea una pena efectiva, por lo que con su requerimiento se 

tal derecho se verá afectado siempre que exista una mala interpretación del 

delito a investigar pues a través de este se va valorar la realidad de la ejecución 

de un delito en concreto y se tendrá la certeza de la pena a imponer, Sin embargo 

Molocho (2023) agrega que si este presupuesto se tendría en cuenta para delitos 

menores entonces se afectaría en mayor proporción el derecho a la defensa del 
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investigado. Esta afirmación coincide con lo expuesto por Ranson et al. (2021) 

en su artículo científico, quienes coligieron que constituye una medida de corte 

excepcional, sin embargo, la aplicación de esta genera una afecta a la defensa 

del investigado pues no siempre su aplicación se da de manera acertada lo que 

conlleva a la restricción   de la libertad, pues la medida de prisión preventiva debe 

darse de manera proporcional. Por otro lado, Vásquez (2023) y Requejo (2023) 

discrepan con lo expuesto anteriormente, este presupuesto es el más dañino 

dentro de todos pues supone el análisis de cada tipo penal que se está 

imputando. Por lo que el derecho a la contradicción (defensa) encontrará 

afectación solo cuando este presupuesto se materializa y más aún cuando la 

defensa del investido no realice los actos adecuados para determinar la 

imputación del delito frente al fiscal.  En esa misma línea, Silva (2023) señala 

que este presupuesto es el que más daño casusa a la defensa del investigado 

pues se trata de analizar la posible condena a imponer por lo que un análisis 

erróneo conlleva a la lesión de una serie de derechos fundamentales. Por su 

parte Monteverde (2023), Alva (2023), Espinoza (2023) y Lonzoy (2023) 

coinciden con lo expuesto por los especialistas, sin embargo, añadieron que la 

prognosis debe estar de manera más específica en la norma, pues así se evitaría 

futuras afectaciones a los derechos de los investigados 

En alusión a la quinta pregunta se tiene respecto del peligro procesal   

que Rodríguez (2023), Miranda (2023), Vásquez (2023), Requejo (2023), Linares 

(2023), Molocho (2023) y Lonzoy (2023) especifican que la valoración por 

indicios para la aplicación de esta medida contraviene la defensa del investigado 

porque aún no hay pruebas objetivas definitivas, sin embargo, esta valoración se 

está dando de manera subjetiva por parte del juez siendo así se le resta 

importancia a la autodefensa del investigado por lo que  la sustentación de un 

requerimiento de la referida medida coercitiva exclusivamente por indicios 

genera un alto grado de indefensión al investigado. Por tanto, la esencia de este 

requisito hace que haya una vulneración predictiva para la defensa del 

investigado, predictiva porque estará sujeto a las actuaciones que efectúe en su 

oportunidad el abogado defensor. Los especialistas Silva (2023), Monteverde 

(2023), Alva (2023) y Espinoza (2023) difieren con lo expuesto pues para estos 

especialistas, el requerimiento de la medida encuentra su razón de ser en el 



47 
 

peligro procesal por lo que al acreditar este se asegura el éxito del proceso penal, 

por lo que de ninguna manera este lesiona la defensa del investigado sino más 

bien busca asegurar la presencia de este. Asimismo, con tal requerimiento no se 

exime a la defensa la búsqueda de una imposición de una medida menos grave.  

En mérito a la sexta pregunta se tiene que los especialistas Rodríguez 

(2023), Requejo (2023), Linares (2023), Molocho (2023) y Lonzoy (2023) 

coligieron que la prognosis de la pena requiere definitivamente un análisis 

centrado en la hermenéutica pues de este va dependen la restricción de la de 

libertad del investigado por lo que una mala interpretación generaría una lesión 

a la defensa del investigado y a una serie de derechos conexos para que se tiene 

que para que se materialice la vulneración al derecho de la defensa del 

investigado debe existir una teoría del delito errónea pues esto llevaría a un error 

de interpretación por lo que aquí va juagar fundamental la defensa del 

investigado. En esa línea, Vásquez (2023) y Silva (2023) siguieron la misma 

percepción, sin embargo, para el de estos durante la valoración de esto es vital 

para el fiscal recurrir a la hermenéutica por que se está analizando la condena 

adelantada del investigado por lo que es importante la fundamentación de esta 

medida, el segundo de estos indico que para ambos es necesario un análisis 

desde la óptica de la hermenéutica pues lo que está en juego es la libertad del 

investigado por lo que un error seria lesivo. Del mismo modo Monteverde (2023) 

y Espinoza (2023) este presupuesto tiene como objeto la pena adelanta, por lo 

que es necesario la realización de un examen probatorio suficiente, para poder 

sustentar el requerimiento de la medida coercitiva. Asimismo, la hermenéutica 

también es esencial para el análisis de dicha fundabilidad, la cual estará a cargo 

en primer momento por el juez de investigación. Por su parte, Miranda (2023) 

difiere con estos pues para ella dicho examen es de carácter obligatorio para el 

fiscal pues sobre este recae la obligación de acreditar las sospechas sobre el 

investigado. Finalmente, Alva (2023) infiere que tanto como el juez como fiscal 

debe tomar en cuenta lo elementos del delito imputado para lograr un correcto 

análisis de lo que sería la pena. 

Del mismo modo, se confirma lo que indican los especialistas respecto a 

que la defensa del investigado se ve afectado de manera recurrente pues en 

realidad el requerimiento de la prisión preventiva al fundarse en indicios genera 
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un adelanto de pena por ende se está desde ya atribuyendo la culpabilidad 

respecto del investigado. En adhesión a ello, la ficha de análisis documental del 

primer objetivo específico, presenta lo expuesto en la Sentencia del Tribunal 

Constitucional. Pleno Sentencia 142/2021. Expediente N° 02156-2018, la 

misma que especifica la importancia de la defensa del investigado la misma que 

se contempla en la constitución política, por lo que durante el desarrollo del 

proceso el investigado de contar con una defensa eficaz de no darse el caso se 

dejaría al investigado en esto de indefensión, materializándose así la afectación 

del derecho a la defensa por parte del requerimiento de la prisión preventiva. 

También se tomó en consideración la Sentencia del Tribunal Constitucional. 

Exp. 04415-2013/PHC-TC Se infiere de esta sentencia que cuando una 

resolución judicial no existe lo suficientes medios que acrediten la culpabilidad 

del investigado muchos derechos además de la libertad se ven afectados, de 

igual modo curre con el requerimiento de la prisión preventiva debe converger 

los sufrientes medios probatorios para su aplicación. 

Lo que ambas sentencias pretenden dejar en claro es que la actividad 

probatoria juega un papel fundamental en el requerimiento de prisión preventiva, 

además se tendrá un proceso respetuoso de las garantías constitucionales, 

siendo que debe contemplar en todo momento la inocencia presumible y la 

defensa del investigado, pues este contiene los pilares de un proceso penal. 

Asimismo, de lo expuesto por los especialistas se tiene que la defensa del 

investigado se ve afectada con el requerimiento de la prisión preventiva pues 

esto es una condena prematura de un delito, además resalta la importancia de 

la defensa de investigado durante el proceso. Es menester indicar que la defensa 

del investigado se ve afectada con la imposición de la prisión preventiva como 

prima media, la misma que posee un carácter subsidiario, por lo que la aplicación 

de esta debe darse de manera proporcional al daño ocasionado.   

En esa línea de argumentos, aunado a lo referido por las guías de análisis 

documental y en reafirmación de la postura de los entrevistados, se tuvo del 

marco teórico lo versado por Baculima et. al (2020) en su artículo sobre la 

defensa como garantía en un proceso investigado, enfatizaron que la 

presencia de este derecho yace en cada una de las etapas del proceso penal y 

permite que la contradicción del imputado sea materializada. Se trata de evitar 
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que haya indefensión, dado que esto último se configurará si el investigado 

cuenta con un abogado de oficio o particular pero su desempeño es ineficiente, 

provocando una grave vulneración a la libertad y al debido proceso, toda vez que 

ante estas medidas gravosas como la detención preventiva se necesita contar 

con una defensa legal óptima a efectos de garantizar un mecanismo legal de 

tutela en pro del investigado. En esa misma línea, Piñas et. al (2019) reafirmó 

que es una derecho pro encausado e inherente al proceso penal (avala su 

esencia). Del mismo modo, argumenta que en su espectro formal se debería 

garantizar que este goce de una defensa técnica de calidad, a efectos de enervar 

el requerimiento de la medida preventiva o la imposición de tal medida. Por otro 

lado, en cuanto a la lesión de su espectro material se configura cuando la 

diligencia de detención preventiva no fue notificada de manera válida y pese a 

ello se hace efectiva su aprehensión a la penitenciaría. 

Por último, es necesario precisar que en lo correspondiente al primer 

objetivo específico y en concordancia con las respuestas de la guía de entrevista, 

las guías de análisis documental (jurisprudencial y normativo) marco teórico se 

coligió que el derecho a la defensa del investigado se lesiona de manera parcial 

con la aplicación desmesurada de esta medida. Ello se fundamenta en la 

naturaleza del presupuesto de prognosis de la pena, ya que requiere de un 

análisis altamente subjetivo respecto al presunto tipo penal investigado y a la 

condena a aplicar. En ese sentido, el juez debería no solo analizar la posible 

pena futura, sino también debería tener cuenta la proporcionalidad del daño que 

se le va causar al privar de la libertad al investigado cuya condición aún es la de 

inocente. En conclusión, se tuvo que el presupuesto de aquella medida más 

lesivo para el derecho a la defensa del investigado es la prognosis de la pena, 

pues su solo análisis lo coloca en desventaja tanto a él como a su defensa 

técnica, porque se le está confiriendo un trato de no inocente pese a estar en 

curso el proceso de investigación y más aún si se le reprime de su libertad 

cuando no hay pruebas fehacientes u objetivas para sustentar el requerimiento 

o concesión de tal medida. Aunado a ello, se tuvo como hallazgo que el papel 

de la defensa técnica (particular o de oficio) del investigado es primordial para 

enervar el requerimiento y la imposición de esta medida. Finalmente, es 

menester precisar que el segundo supuesto fue comprobado, es decir, el 
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requerimiento de prisión preventiva afecta el derecho a la defensa del 

investigado en el Distrito Fiscal de Lima Norte, 2021. 

Finalmente, en alusión al segundo objetivo específico:  

Tabla N° 10. Discusión en mérito al segundo objetivo específico 

Segundo objetivo específico Segundo supuesto específico 

Explicar de qué manera la presunción 

de inocencia garantiza el derecho a la 

libertad del investigado en el Distrito 

Fiscal de Lima Norte, 2021 

La presunción de inocencia garantiza 

el derecho a la libertad del investigado 

en el Distrito Fiscal de Lima Norte, 

2021 

Fuente: Elaboración propia 

En mérito a la sétima pregunta Rodríguez (2023), Miranda (2023), 

Linares (2023) y Molocho (2023) coinciden en que la inocencia presumible del 

investigado debe perdurar durante todo el proceso, por lo que esta es un límite 

el poder inquisitivo del estado, en tal sentido la presunción de inocencia busca 

limitar al persecutor penal en su aspiración de someter al investigado a un centro 

penitenciario. En esa misma línea Vásquez (2023), Requejo (2023), Silva (2023) 

y Lonzoy (2023) infieren que este principio constituye en la piedra angular del 

proceso penal y que está involucrada con otro principio como el in dubio pro reo, 

sin embargo su alcance va más allá de la protección a la libertad del investido si 

no también protege la defensa de este, su tutela es indirecta porque este 

principio es orientador para los sujetos procesales en materia penal amplia su 

rango de protección en su dimensión material. Silva (2023) en adhesión a lo ya 

manifestado señala que la precitada presunción se convierte en un arma para la 

defensa del investigado debido que en nombre de ella este no pierde su calidad 

de inocente hasta que no se determine su culpabilidad en una sentencia firme. 

Siguiendo este mismo orden de ideas Monteverde (2023), Alva (2023) y 

Espinoza (2023) resaltan la importancia de esta garantía constitucional, pues sin 

la existencia de esta todas las personas inmersas tendrían la calidad de 

culpables desde antes que se culmine el proceso penal, esta garantía es la 

espina dorsal que inspira otros principios, incluso los llega a proteger, en ese 

sentido, encuadra una tutela muy vinculada con la garantía de defensa del 

investigado. 
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Respecto a la octava pregunta Rodríguez (2023), Miranda (2023), Requejo 

(2023), Linares (2023), Molocho (2023) y Lonzoy (2023) infieren que durante el 

desarrollo del proceso penal la inocencia del investigado debe prevalecer , pues 

en esto se funda la tutela jurisdiccional efectiva, tendiéndose asi el respeto a la 

libertad del investigado pues la protección a este derecho esta concatenada a 

con otros derechos propios del investigado durante el desarrollo del proceso, en 

consecuencias la restricción a este derecho debe ser fundada en virtud de 

derribar la presunción de inocencia. Continuando la línea de argumentos, 

Vásquez (2023) y Requejo (2023) aseveran que la libertad es el derecho de 

mayor transcendencia pues en esta razón se fundan los tratados internacionales  

y normas para su protección , siendo la presunción  la herramienta principal cuyo 

objeto es tutelar la libertad, sumado a este objetivo el habeas corpus pues esta 

también ejerce un rol protector sobre el investigado en todo momento del 

proceso, así mismo precisaron que ni en supuestos de flagrancia se puede 

enervar la presunción de inocencia porque debe haber un proceso que determine 

la culpabilidad o absolución. Silva (2023) coincide con lo señalado, sin embargo, 

indicó que excepcionalmente se puede restringir de su libertad al investigado, en 

aras de asegurar la eficacia del proceso. Alva (2023) y Espinoza (2023) 

señalaron que la realización de todo ser humando dentro de la sociedad va de la 

mano con el derecho a la libertad, por lo que restringirle de este acarrea en un 

detrimento al desarrollo de la persona, por lo que el estado con el fin de tutelar 

este derecho otorga garantías siendo así la presunción de inocencia nace con el 

fin de tutelar la libertad del investigado. Monteverde (2023) indica que tanto la 

libertad como la inocencia presumible son derechos fundamentales cuya afecta 

genera un menoscabo al proyecto de vida, los mismos que durante el proceso 

penal deben ser respetados pues se materializan de manera sinérgica, pues para 

que la libertad  sea restringida debe existir una razón legal sin embargo no existe 

mandato judicial que elimine la inocencia presumible del investigado salvo una 

sentencia que confirme su  culpabilidad de la comisión de un hecho delictivo. 

Finalmente, respecto a la novena pregunta se tiene que Rodríguez (2023), 

Miranda (2023) y Linares (2023) enfatizan que el solo hecho de solicitar el 

requerimiento de prisión preventiva no genera una daño a la libertad del 

investigado pues esto solo es un pedido no es nada concreto , para que se haga 
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realidad la aplicación de la prisión preventiva deben concurrir los elemento que 

generen certeza en el juez que es necesario restringir de la libertad al 

investigado, para la aplicación de esta medida el fiscal debe fundamentar ante el 

juez las razón que lo llevaron a solicitar esta medida, de igual forma lo tiene que 

hacer  la defensa del investigado. Similar argumento sostuvo Vásquez (2023) sin 

embargo añadió que esta medida se está desnaturalizando pues su aplicación 

se está dando como principal medida cautelar y no de manera excepcional por 

lo que desde esa óptica si se estaría evidenciando un detrimento a la libertada 

del investigado. En esa misma línea Espinoza (2023) indicó que el requerimiento 

de prisión preventiva no lesiona la libertad del investigado pues se trata de una 

solicitud que no se sabe si prosperara o no todo va depender de los argumentos 

que el fiscal exprese ante el juez. Por su parte Requejo (2023), Molocho (2023), 

Silva (2023) y Lonzoy (2023) coinciden con lo antes expuesto para esto el solo 

hecho de solicitar la imposición de esta medida ya genera un daño a la libertad 

del investigado  debido que desde ya se le está atribuyendo la aplicación de una 

pena adelantada por algo que aún no se determina de manera firme en una 

sentencia, toda vez que para su aplicación más se da un análisis subjetivo, por 

lo que de hecho la defensa del investigado se ve afectada pues esta se funda en 

sospechas sin determinar a fondo otros elementos que apunte a la aplicación 

obligatoria de tal medida. Finalmente, Monteverde (2023) y Alva (2023) 

esbozaron que la precitada medida coercitiva, es de carácter subsidiario por lo 

cual debe respetarse su esencia y ser aplicada como excepcionalmente a 

efectos de evitar lesionar los derechos del investigado y asegurar un proceso 

penal exitoso dotado de todas las garantías. 

En esa misma línea, se confirmó lo esbozado por los especialistas con las 

guías de análisis normativa. Así, se tuvo que la norma fundamental peruana 

enmarca que la libertad es una garantía sustancial que tiene una protección de 

alcance supremo, en el sentido de que nadie debe vulnerarla por nadie, no 

obstante, existen ciertas ocasiones en la se puede restringir de manera exclusiva 

por resolución que contiene mandato expreso de tal restricción y debe ser 

expedida por un juez competente; asimismo, debe contar con motivación 

adecuada a ley , esto es, indicando con sustento legal que fundamento legal 

ampara dicha restricción. La detención preventiva es uno de estos supuestos, 
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por lo que tanto su requerimiento como su concesión deben ser motivados de 

manera idónea. Se debe entender que las actuaciones judiciales son pro libertad, 

pues la resolución que comunica la detención preventiva no enerva la inocencia 

conjeturable, ya que ello se determinará en el juicio, el mismo que puede 

determinar la absolución o la condena del investigado; en consecuencia, de no 

mediar estos elementos la inocencia presumible y la libertad se vulneraran.  

Siguiendo esa perspectiva, del análisis del artículo segundo del Título 

Preliminar del Código Procesal Penal peruano se colige que la inocencia 

conjeturable es un parámetro que todo sujeto procesal que participa de la 

investigación desde su comienzo está obligado a respetar, toda vez que este 

tiene un rol fundamental pro homine: garantizar la libertad de la persona, su 

dignidad y demás atributos de la personalidad como el honor, la imagen y su 

reputación. Por otro lado, constituye una regla para las autoridades públicas, de 

modo que están limitados de brindar información respecto a la situación jurídica 

de aquel que atraviesa un proceso investigado, dado que dicha acción lesiona a 

los citados derechos. En suma, la importancia de que esta garantía se haya 

prescrito textualmente en esta norma radica en el control que el investigado 

ejercerá respecto a su derecho a la libertad que puede estar siendo amenazado 

o lesionado por las actuaciones fiscales o judiciales.  

De igual modo, a nivel supranacional, la sentencia de la CIDH ha 

determinado que solo por mandato judicial la libertad puede ser restringida; no 

obstante, dicha detención debe contar con un tiempo delimitado mientras el 

proceso penal incoado se debate, de modo que la inocencia del investigado sea 

menoscabada. En esa misma línea, el estado manifiesta su jus imperium como 

una forma de represión social, este no es absoluto, pues posee límites a raíz de 

que lo ejerce sobre personas, las mismas que tienen derechos humanos y 

fundamentales, por ende, en el caso de la medida coercitiva preventiva, de no 

existir razones suficientes para retener al investigado en una penitenciaría debe 

dejársele en plena libertad, lo cual no lo exime de seguir bajo investigación. En 

ese sentido, se sugiere que las medidas menos gravosas sean impuestas si el 

caso lo amerita, es decir, siempre anteponer estas a la detención preventiva.  

Lo argumentado anteriormente guarda concordancia con lo expresado por, 

Arias y Gonzáles (2020), en su artículo sobre la prisión previsional y la 
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presunción de inocencia, quienes abordaron que esta es una figura coercitiva 

que en los últimos años ha perdido su razón de ser pues se viene aplicando 

como medida cautelar primigenia olvidando que esta posee carácter 

excepcional, añaden también que esta esta medida está siendo empleando por 

los jueces como herramienta para poder tener la aceptación de la ciudadanía , 

ademan infiera que la inocencia presumible garantiza que toda persona inmersa 

en un procesa debe ser tratada como inocente hasta que no exista sentencia 

firme que diga lo contrario. En esa misma línea, el autor Mancano (2021) en su 

artículo sobre “presumption of innocence” aseveró que este derecho es un 

escudo legal en favor no solo del investigado sino de todos los ciudadanos, cuyo 

núcleo radica en tutelar el plexo de derechos humanos y en primera instancia la 

libertad.  Asimismo, es una obligación estatal velar por su estricto cumplimento, 

incluso en todos los procedimientos legales, por lo que no cabría posibilidad de 

apartarse de este, pues ello representaría un abuso y arbitrariedad estatal.  

Finalmente, de lo obtenido de las respuestas de la guía de entrevista, las 

guías de análisis documental (normativo), el marco teórico y en concordancia 

con lo dispuesto en el segundo objetivo específico, se determinó que la 

presunción de incidencia es una garantía constitucional que protege la libertad 

del investigado en todas sus esferas, pues esta se convierte en un óbice para el 

poder punitivo del estado, siendo dicha presunción una de tipo iuris tamtun, lo 

que significa que ésta solo puede ser desvirtuada con pruebas fehacientes y 

objetivas que terminen señalando al investido como culpable. En adhesión a ello 

se tiene que, a efectos de la protección de la libertad del investigado se debe 

considerar inocente al investigado mientras no exista una sentencia firme que 

diga lo contrario. Aunado a ello, se tuvo como hallazgo que además de 

garantizar el derecho a la libertad, la inocencia conjeturable avala la tutela a la 

imagen y reputación del investigado, así como la incolumidad de su proyecto de 

vida. En conclusión, se tuvo que el segundo supuesto fue comprobado, es decir, 

la presunción de inocencia garantiza el derecho a la libertad del investigado en 

el Distrito Fiscal de Lima Norte, 2021. 
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V. CONCLUSIONES 

Primera: La prisión preventiva afecta directamente la presunción de inocencia 

en el Distrito Fiscal de Lima Norte, 2021. Ello a razón de su requerimiento y 

aplicación desmedida, es decir, los fiscales solicitan esta medida coercitiva 

primigeniamente omitiendo las demás medidas alternativas como las de 

comparecencia y otras que pueden ser consideradas como primer mecanismo 

de cautela del proceso penal. En esa línea, se ha determinado que tanto los 

jueces como los fiscales, debido a su independencia funcional, interpretan a su 

criterio los presupuestos materiales, encontrándose que la redacción escueta del 

literal a del artículo 268° del código adjetivo penal refuerza aquella mala práctica. 

Se ha determinado que la desnaturalización de esta medida provoca un efecto 

inmediato en la problemática del hacinamiento penitenciario, a razón de la falta 

de evaluación exhaustiva de la concesión de aquella.  

Segunda: El requerimiento de prisión preventiva afecta de manera parcial al 

derecho a la defensa del investigado en el Distrito Fiscal de Lima Norte, 2021, 

toda vez que su lesión se produce en su dimensión material, a raíz de que al no 

permitírsele llevar el curso de las investigaciones libre este no puede clamar su 

inocencia como garantía fundamental. Aunado a ello, si no cuenta con una 

defensa técnica eficiente que logre persuadir al juzgador de que tal medida no 

corresponde ser aplicada al caso imputado, dicha afectación se agravará. En 

suma, la afectación a tal derecho se materializará completamente de manera 

concatenada y se generará un menoscabo a la inocencia presumible del 

investigado. 

Tercera: La presunción de inocencia garantiza de manera directa la protección 

del derecho a la libertad del investigado en el Distrito Fiscal de Lima Norte, 2021, 

puesto que aquel mantendrá tal condición hasta la expedición de una resolución 

final consentida habiendo agotado todas las instancias que existen en el sistema 

judicial peruano. Asimismo, se ha determinado que extiende su protección al 

derecho al honor y la imagen del investigado hasta que se concluya el proceso 

que se incoó en su contra, pues gran parte de los casos se tornan mediáticos y 

algunas actuaciones de la fiscalía son expuestas pese a que son reservadas 

como la detención preventiva, provocando ello la vulneración a dichos derechos 

de los investigados.  
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VI. RECOMENDACIONES 

Primera: A la Comisión de Justicia y Derechos Humanos del Congreso de la 

República que propugne y/o dictamine un proyecto de ley en el que evalúe la 

modificación de la norma adjetiva penal respecto a la sección III, Libro Segundo, 

Título III, Capítulo I (literal a del artículo 268°) referido a los graves y fundados 

elementos de convicción, toda vez que la redacción actual es vaga, debiendo 

añadirse a detalle lo que comprende dichos elementos y resaltar el carácter 

excepcional de la prisión preventiva. Ello porque se ha determinado en la 

presente investigación que esta deficiencia normativa conlleva a que la los 

fiscales y magistrados la interpreten de manera autónoma, causando un 

detrimento a la libertad e inocencia del investigado.   

Segunda: Al la Presidencia del Poder Judicial de Lima Norte que realice 

capacitaciones y evaluaciones constantes – de carácter obligatorio – para todos 

los jueces cuya especialidad sea la de investigación preparatoria, bajo 

responsabilidad funcional en caso concedan esta prisión previsional y 

posteriormente se analice que no correspondía su aplicación. Ello con el objeto 

de que se reduzca la desnaturalización de esta medida de cautela, se evite 

lesionar la inocencia presumible y la libertad plena del investigado y la 

ciudadanía confíe en la administración judicial peruana. En esa misma línea, al 

Consejo Ejecutivo del Poder Judicial que expida una directiva que vincule a los 

jueces y demás servidores públicos con los medios de comunicación a efectos 

de no brindar información de las actuaciones o diligencias requeridas por fiscales 

y concedidas por magistrados respecto a la medida preventiva, sin que ello 

signifique restringir la publicidad de los procesos como garantía al sistema de 

administración judicial del país. 

Tercera: Al Fiscal Superior de la ODCI del MP de Lima Norte que evalúe 

constantemente a los fiscales de dicho distrito, de modo que toda actuación 

excesiva de los persecutores que se derive de la prisión preventiva sea 

merituada a efectos de sancionarlos por requerir esta medida de manera no 

adecuada. Asimismo, por efectuar actuaciones que emanan de lo dictaminado 

por el Poder Judicial respecto a esta medida sin que se mantengan en restricta 

reserva, bajo responsabilidad funcional. Ello con el fin de soslayar que los 

procesos afecten su normal desarrollo. 
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ANEXOS 

Anexo 01. Matriz de categorización apriorística 

Fuente: Elaboración propia 

Título: Prisión preventiva y presunción de inocencia en el Distrito Fiscal de Lima Norte, 2021 
PROBLEMA OBJETIVOS SUPUESTOS CATEGORÍAS DEFINICIÓN SUB CATEGORÍAS 

General General General Categoría 1 

Prisión preventiva 

 

 

 

 

Es una medida precautoria, 
mediante la que se limita al 
procesado de su libertad 
ambulatoria, se encuentra 
fundada en una orden judicial, la 
misma que debe encontrarse 
debidamente motivada por los 
presupuestos materiales como la 
prognosis penal, peligro procesal y 
la protección de las pruebas (Kuffó 
y Gende, 2022). 

Sub categoría 1 
Prognosis de la pena 

 

 

 

Sub categoría 2 

Peligro procesal 

 
 
 
 

¿De qué manera la prisión 
preventiva afecta la presunción 
de inocencia en el Distrito 
Fiscal de Lima Norte, 2021? 

Explicar de qué manera la 
prisión preventiva afecta 
la presunción de inocencia 
en el Distrito Fiscal de 
Lima Norte, 2021 

La prisión preventiva 

afecta la presunción de 

inocencia en el Distrito 

Fiscal de Lima Norte, 

2021. 

 

Problema Específico 1 

¿De qué manera el 

requerimiento de prisión 

preventiva afecta el derecho a 

la defensa del investigado en el 

Distrito Fiscal de Lima Norte, 

2021?   

 

Objetivo Específico 1 

Explicar de qué manera el 

requerimiento de prisión 

preventiva afecta el 

derecho a la defensa del 

investigado en el Distrito 

Fiscal de Lima Norte, 2021 

 

Supuesto específico 1 

El requerimiento de 

prisión preventiva afecta 

el derecho a la defensa del 

investigado en el Distrito 

Fiscal de Lima Norte, 

2021. 

 

 

Categoría 2 

Presunción de 
inocencia 

Se trata de una garantía 

fundamental que se enmarca en 

una amplia gama de derechos 

fundamentales que le asisten a 

toda persona investigada y de los 

cuales protege. Asimismo, le 

confiere una condición jurídica de 

no culpable hasta el fin del 

proceso, por ende, es indesligable 

como un soporte del debido 

proceso (Martín, 2018). 

Sub categoría 1 

Derecho a la defensa 

 

 

 

Sub categoría 2 

Derecho a la libertad 

Problema Específico 2 

¿De qué manera la presunción 

de inocencia garantiza el 

derecho a la libertad del 

investigado en el Distrito 

Fiscal de Lima Norte, 2021? 

Objetivo Específico 2 

Explicar de qué manera la 

presunción de inocencia 

garantiza el derecho a la 

libertad del investigado en 

el Distrito Fiscal de Lima 

Norte, 2021 

Supuesto Específico 2 

La presunción de 
inocencia garantiza el 
derecho a la libertad del 
investigado en el Distrito 
Fiscal de Lima Norte, 
2021. 

METODOLOGÍA DE INVESTIGACIÓN 

Enfoque: Cualitativo Documentos revisados: Tesis, artículos de revistas indexadas, jurisprudencia y normas legales 

Tipo de investigación: Básica Técnicas: Entrevista y análisis documental 

Diseño de investigación: Teoría fundamentada Instrumentos:  Guía de entrevista y guía de análisis de fuente documental 



   
 

Anexo 02. Instrumentos de recolección de datos 

GUÍA DE ENTREVISTA 

Título: Prisión preventiva y presunción de inocencia en el Distrito Fiscal de Lima 
Norte – 2021 

Entrevistado:………………………………………………………………………….…  

Cargo/ Profesión/Grado académico:…………………………………………………. 

Institución:………………………………………………………………………………. 

_______________________________________________________________ 

Objetivo general: Explicar de qué manera la prisión preventiva afecta la 

presunción de inocencia en el distrito fiscal de Lima Norte, 2021 

Preguntas: 

1.- El Tribunal Constitucional en la sentencia N° 1091-2002 ha establecido que 

para que esta medida coercitiva sea aplicada debe existir razonabilidad y 

proporción en su justificación. Tomando en cuenta ello, ¿Considera que la prisión 

preventiva afecta la presunción de inocencia en el distrito fiscal de Lima Norte, 

2021?, ¿de qué manera? 

……………………………………………………………………………………………

……………………………………………………………………………………………

……………………………………………………………………………………………

……………………………………………………………………………………………

……………………………………………………………………………………………

……………………………………………………………………………………………

…………………………………………………………………………………………… 

2.- Teniendo en cuenta que la norma adjetiva penal señala los presupuestos de 

la prisión preventiva, según su experiencia, ¿Considera que los graves y 

fundados elementos de convicción afectarían la dimensión material del derecho 

a la defensa del investigado en el distrito fiscal de Lima Norte, 2021?, ¿por qué? 

……………………………………………………………………………………………

……………………………………………………………………………………………

……………………………………………………………………………………………

……………………………………………………………………………………………

……………………………………………………………………………………………



   
 

……………………………………………………………………………………………

…………………………………………………………………………………………… 

3.- Teniendo en cuenta que la presunción de inocencia posee dos dimensiones, 

una procesal y otra extraprocesal, ¿cuál de estas se afecta con el requerimiento 

de prisión preventiva en el distrito fiscal de Lima Norte, 2021?, ¿por qué?  

……………………………………………………………………………………………

……………………………………………………………………………………………

……………………………………………………………………………………………

……………………………………………………………………………………………

……………………………………………………………………………………………

……………………………………………………………………………………………

…………………………………………………………………………………………… 

Objetivo específico 1: Explicar de qué manera el requerimiento de prisión 

preventiva afecta el derecho a la defensa del investigado en el distrito fiscal de 

Lima Norte, 2021 

4.- ¿De qué manera considera usted que el presupuesto procesal de prognosis 

de la pena vulnera el derecho a la defensa del investigado en el distrito fiscal de 

Lima Norte, 2021? 

……………………………………………………………………………………………

……………………………………………………………………………………………

……………………………………………………………………………………………

……………………………………………………………………………………………

……………………………………………………………………………………………

…………………………………………………………………………………………… 

5.- ¿Considera usted que cuando el peligro procesal es valorado mediante 

indicios se vulnera el derecho a la defensa en el distrito fiscal de Lima Norte, 

2021? ¿Por qué? 

……………………………………………………………………………………………

……………………………………………………………………………………………

……………………………………………………………………………………………



   
 

……………………………………………………………………………………………

…………………………………………………………………………………………… 

6.- ¿Considera usted que la prognosis de la pena demanda un mayor examen 

hermenéutico que probatorio para el persecutor y el abogado del investigado en 

el Distrito Fiscal de Lima Norte, 2021? ¿Por qué? 

……………………………………………………………………………………………

……………………………………………………………………………………………

……………………………………………………………………………………………

……………………………………………………………………………………………

…………………………………………………………………………………………… 

 

Objetivo específico 2: Explicar de qué manera la presunción de inocencia 

garantiza el derecho a la libertad del investigado en el Distrito Fiscal de Lima 

Norte, 2021 

7.- ¿De qué manera considera usted que el principio constitucional de presunción 

de inocencia alcanza la tutela del derecho a la defensa del investigado en el 

Distrito Fiscal de Lima Norte, 2021? 

……………………………………………………………………………………………

……………………………………………………………………………………………

……………………………………………………………………………………………

……………………………………………………………………………………………

…………………………………………………………………………………………… 

8.- ¿De qué manera considera usted que la presunción de inocencia cumple un 

rol protector sobre el derecho a la libertad del investigado en el distrito fiscal de 

Lima Norte, 2021? 

……………………………………………………………………………………………

……………………………………………………………………………………………

……………………………………………………………………………………………

……………………………………………………………………………………………

……………………………………………………………………………………………

…………………………………………………………………………………..……….. 



   
 

9.- Teniendo en cuenta que el derecho a la libertad posee un rango constitucional 

¿considera que el solo hecho de que los fiscales formulen el requerimiento de 

prisión preventiva afecta este derecho en el distrito fiscal de Lima Norte, 2021?, 

¿por qué? 

……………………………………………………………………………………………

……………………………………………………………………………………………

……………………………………………………………………………………………

……………………………………………………………………………………………

……………………………………………………………………………………………

……………………………………………………………………………………………

…………………………………………………………………………………………… 

 

 

 

 
 ------------------------------------------------------------------- 
                                  Nombre del participante: 
                                  DNI: 
                                  Número de Colegiatura: 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



   
 

Anexo 03. Modelo de Consentimiento informado, formato UCV 

 

 



   
 

 

 

 



   
 

ANEXO 04. Resultado de similitud de programa Turnitin 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



   
 

ANEXO 05.  Matriz de triangulación de datos 

Objetivos de 
Investigación 

Guía de entrevista 
de acuerdo 

Guía de entrevista 
desacuerdo 

Categorías 
descubiertas 

Categorías 
emergentes 

Semejanzas Diferencias Conclusiones 
Aproximativas 
no definitivas 

Ponderamiento 
General 

Objetivo general:  
Explicar de qué 
manera la prisión 
preventiva afecta la 
presunción de 
inocencia en el 
Distrito Fiscal de 
Lima Norte, 2021 

PRIMERA 
PREGUNTA: 

Silva, 
Miranda,Rodríguez, 
Vásquez, Requejo, 
Linares, Molocho, 
Monteverde y Alva 
(2023) 

manifestaron que 
existe un detrimento a 
la presunción de 
inocencia cuando se 
aplica la prisión 
preventiva, toda vez 
que se está 
adelantando la 
afectación del derecho 
de tránsito sin que aún 
se haya declarado su 
culpabilidad, esta  
 medida debe ser 
razonada y 
proporcionada a los 
fines del proceso. Así 
mismo  
expresaron que no 
solamente se afecta a 
la presunción de 
inocencia sino de 
manera directa a la 
libertad. 
SEGUNDA 
PREGUNTA:  

Rodríguez 
,Miranda,Vásquez y 

PRIMERA 
PREGUNTA: 

Espinoza y Lonzoy 
(2023) respondieron 
que la referida medida 
no lesiona 
directamente a la 
inocencia del 
imputado porque el 
juez determinará si la 
solicitud del 
persecutor cabe o no 
para el caso 
analizado, mientras 
tanto el investigado 
permanece libre y por 
ende su inocencia 
seguirá intacta, pero 
debe estar motivada y 
acreditada en cuanto a 
su aplicación. 
 
SEGUNDA 
PREGUNTA:  

Monteverde y Alva 
(2023) refirieron que el 
detrimento a la 
dimensión material del 
derecho in comento no 
existe como tal, 
porque la razón de ser 
de esos elementos es 
acreditar de manera 
razonable la comisión 
del tipo penal que este 

Medios de 
comunicación 

 
Estructura 

procedimental 
 

Inconstitucional 
 

Vacío legal 
 

Honor 
 

Vigilancia 
electrónica 
personal 

 
Caución 

 
Comparecencia 

restrictiva 
 

Medios de 
comunicación 

 
Vacío legal 

 
Honor 

 
Vigilancia 

electrónica 
personal 

 
Caución 

 
Comparecencia 

restrictiva 

 
 
 
 
 

 
 

En la 
actualidad 
existen 
diferentes 
alternativas 
legales cuyo 
propósito es el 
aseguramiento 
del investigado 
en el proceso. 

El pago de 
una 
determinada 
cantidad de 
dinero 
podrías ser 
posible a 
efectos de 
que el 
investigado 
llevo el 
proceso en 
libertad. La 
finalidad de 
esta figura 
jurídica es 
asegurar la 
presencia 
del 
investigado 
durante el 
proceso 
penal. 

Respecto al 
objetivo general 
los entrevistados 
arribaron a la 
conclusión de 
que la presunción 
de inocencia de 
ve afectada por la 
aplicación 
irracional y 
desmedida de la 
mencionada 
medida 
coercitiva. En ese 
sentido se tiene 
que medida 
coercitiva es 
causa principal 
de la 
afectación a la 
garantía 
constitucional de 
la inocencia 
presumible, dado 
que 
existe una 
desnaturalización 
tanto del 
requerimiento 
como la 
concesión de 
esta medida, 
debiendo 
limitarse a ser 
aplicada 

la garantía procesal 
fundamental de la 
inocencia 
conjeturable es 
vulnerada por la 
detención 
preventiva, a causa 
primigenia de la 
desnaturalización 
excepcional de 
esta 
última. Ello como 
consecuencia del 
requerimiento 
inadecuado de los 
persecutores y la 
interpretación 
inadecuada de los 
magistrados. 
Asimismo, 
se tiene que 
reforzar que los 
fiscales soliciten 
que se impongan 
las 
medidas de 
comparecencia 
como primer 
mecanismo de 
cautela del 
proceso penal y 
dejar a la prisión 
preventiva en la 
última opción para 



   
 

Silva, aseveran que 
los graves y fundados 
elementos de 
convicción lesionan el 
derecho a la defensa 
en su esfera material, 
puesto que a través de 
estos se podría asumir 
una posición diferente 
incluso requerir la 
terminación 
anticipada, de ser el 
caso, así mismo 
Requejo, Linares, 
Lonzoy y Molocho 
(2023) expresaron que 
hay una afectación 
parcial, pues también 
se lesiona la otra 
dimensión (formal) de 
este derecho, ya que 
este presupuesto es 
meramente subjetivo 
TERCERA 
PREGUNTA: 

Rodríguez, Miranda, 
Linares y Molocho, 
Silva, Alva y Espinoza, 
Monteverde (2023) 
manifestaron que la 
dimensión procesal 
del referido derecho 
constitucional se ve 
vulnerada, pues el 
hecho de que se 
requiera la prisión 
preventiva estaría 
haciendo pensar que 
se le está culpando de 
manera antelada, sin 

ligado a la conducta 
imputada, asi mismo 
Espinoza (2023) 
precisó que aún de 
contar con una 
defensa técnica 
óptima la dimensión 
material no se 
afectaría porque las 
declaraciones del 
investigado son 
determinantes al 
momento del examen 
que haga el juez 
respecto al pedido del 
fiscal. 
TERCERA 
PREGUNTA:  

Vásquez, Requejo y 
Lonzoy (2023) 
alegaron que la 
presunción de 
inocencia tiene un 
vínculo con el derecho 
al honor de la persona, 
por lo tanto, el 
requerimiento de 
prisión preventiva 
afecta a ambas 
dimensiones, pero 
consideran que la 
procesal se afecta en 
mayor proporción 
porque al haber un 
proceso incoado 
vincula a todos los 
sujetos procesales, a 
efectos de tratar como 
no culpable hasta que 
se expida sentencia 

únicamente 
cuando no haya 
otra medida que 
garantice la 
finalidad del 
proceso penal 
incoado. 
 

requerirla luego de 
analizar 
adecuadamente el 
caso, aunado a no 
forzar la 
figura por presión 
popular o social. 



   
 

haberse declarado su 
responsabilidad penal. 
 
 

firme y consentida. Es 
decir, la prisión 
preventiva afecta no 
solamente la 
dimensión procesal 
sino extraprocesal. 

Objetivo Especifico 
1:  
Explicar de qué 
manera el 
requerimiento de 
prisión preventiva 
afecta el derecho a 
la defensa del 
investigado en el 
Distrito Fiscal de 
Lima Norte, 2021 

CUARTA 
PREGUNTA: 

Rodríguez, Miranda, 
Linares y Molocho 
(2023) establecen que 
este presupuesto no 
genera vulneración al 
derecho a la defensa, 
pues, la medida 
preventiva solo es 
posible en cuyos 
casos superan los 
años sancionatorios 
para una prisión 
efectiva (cuatro años), 
y no para casos 
menores, por lo tanto, 
es un análisis sujeto a 
la gravedad del delito 
 
QUINTA PREGUNTA: 

Rodríguez, Miranda, 
Vásquez, Requejo, 
Linares y Molocho, 
Lonzoy (2023) 
expresan que los 
indicios son parte de 
subjetividades del 
director del proceso y 
ello contraviene a la 
defensa del 
investigado porque 
aún no hay pruebas 

CUARTA 
PREGUNTA: 

Vásquez, Requejo, , 
Silva (2023) indican 
que es el presupuesto 
más lesivo dentro de 
la prisión preventiva 
porque supone un 
análisis de cada 
conducta ilícita que 
se está imputando, 
asi mismo 
Monteverde, Alva, 
Espinoza y Lonzoy 
(2023) sostuvieron 
que es un 
presupuesto cuyo 
análisis debe darse 
de manera detallada 
debido que mediante 
este se va a delimitar 
con certeza 
anticipada la pena 
que se le impondría 
en caso resulte 
culpable, en tal 
sentido, el derecho a 
la defensa alcanza un 
grado de vulneración 
elevado 

 
QUINTA 
PREGUNTA: Silva, 
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sistema penal 

peruano 

 
Conducta ilícita 

 
Teoría del caso 

 
Indicios 

 
Costumbre 

judicial 

 
Sistema de 

valoración 
 
 

Arraigo 
domiciliario 

 
Acto procesal 

 
 

 
Prisión efectiva 

 
Sistema penal 

peruano 
 

Conducta ilícita 
 

Teoría del caso 
 

Sistema de 
valoración 

 
Arraigo 

domiciliario 
 

 
La prisión 
efectiva se da 
cuando una 
persona 
inmersa en un 
proceso es 
restringida de 
su libertad 
para fines 
procesales 

 
La 
restricción 
de la libertad 
se da por 
mandato 
judicial, es 
así que para 
que se 
restrinja la 
libertad de 
una persona 
deben 
concurrir 
aspectos 
procesales  

En referencias al 
objetivo 
específico 1  los 
especialistas 
respecto a que la 
defensa del 
investigado se ve 
afectado de 
manera 
recurrente pues 
en realidad el 
requerimiento de 
la prisión 
preventiva al 
fundarse en 
indicios genera 
un adelanto de 
pena por ende se 
está desde ya 
atribuyendo la 
culpabilidad 
respecto del 
investigado. 

El derecho a la 
defensa del 
investigado se 
lesiona de manera 
parcial con la 
aplicación 
desmesurada de 
esta medida. se 
fundamenta en la 
naturaleza del 
presupuesto de 
prognosis de la 
pena,  requiere de 
un análisis 
altamente subjetivo 
respecto al 
presunto tipo penal 
investigado y a la 
condena a aplicar. 
En ese sentido, el 
juez debería no 
solo analizar la 
posible pena futura, 
sino también 
debería 
tener cuenta la 
proporcionalidad 
del daño que se le 
va causar al privar 
de la 
libertad al 
investigado cuya 



   
 

objetivas definitivas, 
sino que por 
costumbre judicial y el 
sistema valorativo 
preestablecido ya han 
impuesto la valoración 
de dicho presupuesto, 
siendo así se le resta 
importancia a la 
autodefensa del 
investigado. 
 
SEXTA PREGUNTA: 

Rodríguez, Requejo, 
Vásquez y Silva 
Linares y Molocho, 
Miranda y Lonzoy, 
Monteverde y 
Espinoza (2023) 
argumentan que para 
este presupuesto 
tanto para el fiscal 
como para la defensa 
técnica requiere de 
una actividad centrada 
en la hermenéutica, 
pues se deberá 
analizar de manera 
exhaustiva y 
argumentar 
jurídicamente el ilícito, 
así como las 
agravantes y 
atenuantes y 
complementar con las 
pruebas. 
 

Monteverde, Alva y 
Espinoza (2023) 
expresaron que el 
requerimiento de 
prisión preventiva se 
funda precisamente 
en el peligro procesal, 
pues con la 
acreditación de este 
lo que se busca es 
evitar una posible 
frustración del 
proceso, por lo que 
no cabe la idea de 
que este presupuesto 
lesione la defensa del 
investigado sino más 
bien lo que busca es 
asegurar la presencia 
de este (investigado) 
durante el proceso. 

 
SEXTA PREGUNTA: 

Alva (2023) alegó 
que, al momento de 
efectuar el análisis, 
tanto el persecutor 
como el juez deben 
considerar cada uno 
de los elementos del 
delito imputado a 
efectos de poder 
determinar cuál sería 
la posible pena, no 
olvidándose de 
evaluar causas de 
exención o 
atenuación de la 
responsabilidad del 
imputado. 

condición aún es la 
de inocente. 



   
 

Objetivo Especifico 
2:  
Explicar de qué 
manera la 
presunción de 
inocencia garantiza 
el derecho a la 
libertad del 
investigado en el 
Distrito Fiscal de 
Lima Norte, 2021. 

SÉPTIMA 
PREGUNTA: 

Rodríguez, Miranda, 
Linares y Molocho , 
Vásquez, Requejo, 
Silva, Silva, Lonzoy, 
(2023) expresan que, 
en primer lugar, 
durante la 
investigación fiscal e 
incluso en el devenir 
del proceso penal, el 
investigado se 
presume inocente 
hasta que en 
sentencia no se haya 
declarado lo opuesto; 
en consecuencia, es 
un límite a la actividad 
sancionadora del 
estado 
OCTAVA 
PREGUNTA: 

Rodríguez, Miranda, 
Requejo, Linares, 
Molocho y Lonzoy , 
Vásquez y Requejo 
(2023) señalaron que 
el tratamiento de 
inocencia del 
investigado debe 
prevalecer desde la 
investigación en sede 
fiscal hasta que la 
última instancia 
judicial. 
 
NOVENA 
PREGUNTA: 

SÉPTIMA 
PREGUNTA: 

 Monteverde, Alva y 
Espinoza (2023) 
sostuvieron que sin la 
existencia de este 
principio 
constitucional toda 
persona inmersa en 
una investigación 
tendría la calidad de 
“cuasiculpable”. Esta 
garantía pertenece a 
la actividad 
jurisdiccional y como 
tal es la espina dorsal 
que inspira otros 
principios, incluso los 
llega a proteger, en 
ese sentido, encuadra 
una tutela muy 
vinculada con la 
garantía de defensa 
del investigado sobre 
todo en su esfera 
formal, toda vez que 
coadyuva a que se 
materialice la 
autodefensa del 
investigado desde el 
momento que se inicia 
la investigación en su 
contra. 
 
OCTAVA 

PREGUNTA: 

Silva, Alva y Espinoza 
Monteverde (2023) 
argumentó que 
excepcionalmente se 
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Sujetos 
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Habeas corpus 
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probatoria 

 

 
 
           
Autoincriminación 
 
Centro 
penitenciario 
 
In dubio pro reo 
 
Sujetos 
procesales 
 
Habeas corpus 
 
Insuficiencia 
probatoria 

La carencia de 
medios que 
acrediten los 
que se esta 
diciendo 
especto un 
tema en 
concreto 
desencadena 
una serie de 
afectaciones al 
normal 
desarrollo del 
proceso penal.  

La falta de 
existencia 
de datos 
relevantes 
que 
acrediten la 
participación 
dolosa en un 
tipo penal de 
un 
determinado 
sujeto 
generaría un 
atraso a la 
labor 
investigativa 
del 
ministerio 
público. 

se tuvo que la 
norma 
fundamental 
peruana enmarca 
que la libertad es 
una garantía 
sustancial que 
tiene una 
protección de 
alcance 
supremo, en el 
sentido de que 
nadie debe 
vulnerarla 
por nadie, no 
obstante, existen 
ciertas ocasiones 
en la se puede 
restringir 
de manera 
exclusiva por 
resolución que 
contiene 
mandato expreso 
de tal 
restricción y debe 
ser expedida por 
un juez 
competente; 
asimismo, debe 
contar con 
motivación 
adecuada a ley , 
esto es, 
indicando con 
sustento 
legal que 
fundamento legal 
ampara dicha 
restricción. 

 Se tiene que la 
presunción de 
incidencia es una 
garantía 
constitucional 
que protege la 
libertad del 
investigado en 
todas sus esferas, 
pues esta se 
convierte en un 
óbice para el poder 
punitivo del estado, 
siendo dicha 
presunción una de 
tipo iuris tamtun, lo 
que significa que 
ésta solo puede 
ser desvirtuada con 
pruebas 
fehacientes y 
objetivas que 
terminen 
señalando al 
investido como 
culpable. En 
adhesión a ello se 
tiene que, a 
efectos de la 
protección de la 
libertad del 
investigado se 
debe considerar 
inocente al 
investigado 
mientras no exista 
una sentencia firme 
que diga lo 
contrario 



   
 

Rodríguez, Miranda y 
Linares, Vásquez, 
Espinoza  (2023) 
alegaron que el 
requerimiento de 
prisión preventiva 
formulado por el 
persecutor por sí solo 
no genera afectación 
al derecho a la libertad 
del investigado, 
puesto que solo 
constituye una 
petición que debe 
fundamentar y probar; 
y que el juez 
dictaminará finalmente 
luego debe haber 
escuchado a la 
defensa, por lo que no 
necesariamente va 
ordenar dicha medida; 
es decir, el juez va 
tomar la decisión una 
vez que se el fiscal 
haya oralizado su 
pedido y a su vez la 
defensa técnica haya 
sustentado su 
contradicción. 

puede restringir de su 
libertad al investigado, 
dicha restricción nace 
con el fin de avalar la 
presencia y 
disposición del 
investigado durante el 
proceso y así arribar a 
la eficacia del mismo. 
 
NOVENA 
PREGUNTA: 

 Requejo, Molocho. 
Silva y Lonzoy, 
Monteverde y Alva  
(2023) expresaron que 
el solo hecho de 
requerir tal medida 
constituye una 
afectación a la 
garantía fundamental 
de libertad del 
investigado, dado que 
ello implica que se 
está tratando 
subjetivamente a un 
investigado como una 
persona que 
parcialmente es 
culpable. 

 

Fuente: Elaboración propia 

 

 



   
 

ANEXO 06. Ficha de validación de entrevista (metodólogos) 

 

 



   
 

 

 

 



   
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



   
 

ANEXO 07. Ficha de validación de guía de análisis documental  

 

 

 



   
 

ANEXO 08. Otros (entrevista, guía de análisis documental, gráficos, tablas, 

Consentimiento informado) 
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DATOS DE LA RESOLUCIÓN: Acuerdo Plenario N° 01-2019/CIJ-116. Fuente: 
https://www.pj.gob.pe/wps/wcm/connect/dc2ca880414a8f409b07bb5aa55ef1d3/Acuerdo_Plenario_1

_2019_CIJ_116_Prisi%C3%B3n_preventiva_Presupuesto_requisito..pdf?MOD=AJPERES&CACHEID=dc2ca

880414a8f409b07bb5aa55ef1d3  
FUNDAMENTO ANALIZADO ANÁLISIS DE CONTENIDO 

“8° Excepcionalidad. La regla es el sometimiento del imputado 
al proceso en libertad o con medidas limitativas menos intensas, 
bajo el respeto de la garantía de presunción de inocencia, en su 
expresión de regla de tratamiento procesal del imputado. 
Siempre, pues, ha de primar la libertad del sujeto durante el 
proceso. Las medidas de coerción no significan un fin en sí 
mismo. Además, las restricciones de los derechos individuales 
impuestas durante el proceso, son de interpretación y aplicación 
restrictiva” “9°La prisión preventiva en modo alguno debe ser ni 
la única, ni la forma preferente de alcanzar el aseguramiento del 
proceso. No son admisibles que el legislador establezca 
presunciones legales encubiertas cuya valoración general e 
indiscriminada prescinda de la obligada constatación del riesgo 
legalmente protegido de forma individual y particularizada” 
“24° Si bien la sospecha fuerte es más intensa que la sospecha 
suficiente, pero por lo general se sustenta sobre una base más 
estrecha de resultados investigativos provisionales, por lo que 
muy bien puede ocurrir que se dicte una orden de prisión 
preventiva, aunque no se pueda aún decir que se llegará a la 
apertura del juicio oral -el curso de las investigaciones 
determinará si esa sospecha fuerte se mantiene o se relativiza o 
excluye- […] Además, precisamente por tratarse de un juicio de 
probabilidad-sujeto a la evolución de las investigaciones, 
aunque subsista una duda, la prisión puede acordarse” 

La medida coercitiva tiene un vínculo indesligable 
con la inocencia presumible, por lo que la libertad 
se impone frente al curso del proceso investigativo. 
Así, cualquier medida procesal dictada por un juez 
a solicitud de cualquier de los sujetos procesales y 
que involucre una afectación legítima a las 
garantías individuales y fundamentales requieren 
de una interpretación de tipo restrictiva, no puede 
ser extensiva, dado que ello afectaría la esencia de 
los mismo; lo cual se relacionaría con el principio 
pro homine que acoge la Carta Magna, 
constituyendo ello una excepción a dicho principio 
pero siempre buscando la protección de la dignidad 
de la persona. La presunción de inocencia se afecta 
durante el análisis de la aplicación de esta medida, 
porque se trata de un juicio probabilístico que 
queda a criterio del juez, por lo que de manera 
subjetiva se determinará la sospecha que se 
requiere para afectar la libertad del investigado. 

                                                        CONCLUSIÓN 
El Acuerdo Plenario N° 01-2019/CIJ-116 resalta que la prisión previsional exige un test 
probabilístico a cargo del juez respecto a los elementos probatorios que haya ofrecido el 
persecutor y el abogado del investigado. Dicho juicio afecta, directamente, a la garantía 
fundamental de la inocencia conjeturable del investigado y como efecto inmediato a la 
libertad del mismo, toda vez que se trata de un aspecto concretamente subjetivo, es decir, 
para un juez puede no haber lugar para dictar esta medida, pero para otro sí. Ello se 
contrapone con la naturaleza jurídica de la prisión preventiva ya que el investigado debe 
afrontar el juicio en plena libertad (como prima ratio), claro está que dependerá del tipo de 
delito imputado, así como de los elementos de convicción más objetivos posibles, aun así 
el referido investigado debe gozar de su plenitud de tránsito durante el curso del proceso 
penal incoado en su contra. 

Objetivo General: Explicar de qué manera la prisión preventiva afecta la presunción de 

inocencia en el Distrito Fiscal de Lima Norte, 2021 

https://www.pj.gob.pe/wps/wcm/connect/dc2ca880414a8f409b07bb5aa55ef1d3/Acuerdo_Plenario_1_2019_CIJ_116_Prisi%C3%B3n_preventiva_Presupuesto_requisito..pdf?MOD=AJPERES&CACHEID=dc2ca880414a8f409b07bb5aa55ef1d3
https://www.pj.gob.pe/wps/wcm/connect/dc2ca880414a8f409b07bb5aa55ef1d3/Acuerdo_Plenario_1_2019_CIJ_116_Prisi%C3%B3n_preventiva_Presupuesto_requisito..pdf?MOD=AJPERES&CACHEID=dc2ca880414a8f409b07bb5aa55ef1d3
https://www.pj.gob.pe/wps/wcm/connect/dc2ca880414a8f409b07bb5aa55ef1d3/Acuerdo_Plenario_1_2019_CIJ_116_Prisi%C3%B3n_preventiva_Presupuesto_requisito..pdf?MOD=AJPERES&CACHEID=dc2ca880414a8f409b07bb5aa55ef1d3
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FUNDAMENTO ANALIZADO ANÁLISIS DE CONTENIDO 

“Vigésimo Segundo: en la audiencia donde 
se debatirá la prisión preventiva, el fiscal 
debe motivar oralmente como por escrito, la 
proporcionalidad de la medida, y la duración 
de ésta, es decir que se exige como otros 
requisitos para determinar la imposición de 
dicha medida, fundamentar la 
proporcionalidad, idoneidad y necesidad de 
ésta medida, y como segundo requisito, el 
de fundamentar y motivar el tiempo de 
duración por la cual ha de imponerse la 
misma”. 

Si bien es cierto, es preciso indicar que 
esta exigencia que hacen los jueces de 
la Corte Suprema, no es más que 
imponer la obligación de que se 
cumpla el principio jurisdiccional del 
deber de motivar adecuadamente las 
resoluciones, el cual forma parte de la 
tutela jurisdiccional efectiva, lo cual a 
su vez se relaciona con la presunción 
de inocencia, toda vez que para 
restringir la libertad del investigado a 
causa de la medida coercitiva de 
prisión previsional debe, 
necesariamente, motivarse el auto que 
la impone conforme a las 
disposiciones constitucionales y 
legales.  

                                                        CONCLUSIÓN 
 
La Casación N°626-2013-Moquegua destacó la necesidad de motivar el 
requerimiento de prisión preventiva, indicando que la motivación debe fundarse 
en el principio de proporcionalidad. Es preciso indicar que la obligatoriedad de la 
motivación de las resoluciones judiciales nace de la norma constitucional y 
alcanza no sólo a los jueces si que está también se extiende a las partes inmersas 
en el proceso. Es así que, de emitirse un mandato de prisión preventiva y este 
presente cualquier supuesto de defectos en la motivación, bien sea una aparente, 
insuficiente, etc., se estará lesionando la presunción de inocencia como pilar del 
proceso penal y garantía de la libertad del investigado. Finalmente, se tiene que 
esta casación lo que se busca es dejar en claro aquellos lineamientos para la 
aplicación de la prisión preventiva como medida subsidiaria, a efectos de evitar 
lesionar los derechos y/o garantías mencionadas del investigado. 
 
 
 
 

Objetivo General: Explicar de qué manera la prisión preventiva afecta la presunción 

de inocencia en el Distrito Fiscal de Lima Norte, 2021 

https://img.lpderecho.pe/wp-content/uploads/2020/12/Casacion-626-2013-Moquegua-LP.pdf
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DATOS DE LA RESOLUCIÓN: Proyecto de Ley N° 3842/2018-CR. Congresista: Rolando Reátegui Flores. Comisión de Justicia 

y Derechos Humanos. Fecha: 25/01/2019 

https://www.leyes.congreso.gob.pe/Documentos/2016_2021/Proyectos_de_Ley_y_de_Resoluciones_Legislativas/PL0384220190129.

pdf  

FUNDAMENTO ANALIZADO ANÁLISIS DE CONTENIDO 
“Las tres exigencias (presupuestos procesales de la prisión preventiva) no 
han sido materia de modificación desde su promulgación, siendo 
enriquecidas en su desarrollo doctrinario y reglas de interpretación a los 
acuerdos plenarios, sentencias casatorias y sentencias doctrinarias 
vinculantes del Tribunal Constitucional. Por su parte, el Tribunal 
Constitucional ha emitido múltiples resoluciones ilustrativas en las cuales 
deja claro que la privación de la libertad mediante la prisión preventiva ha de 
ser la excepción; y, sólo se adoptará cuando no existan otras medidas 
menos gravosas para el derecho a la libertad Su orden debe estar 
enmarcada dentro de los principios de subsidiariedad, razonabilidad y 
proporcionalidad, para no afectar garantías fundamentales del imputado 
implícitas a todo proceso penal. 
Es una norma (proyecto) que tendrá efectos positivos en la situación 
carcelaria el país en tanto podría evitar el ingreso de ciudadanos a cárceles 
que ya sufren de hacinamiento. De la misma manera, podría evitar posibles 
demandas de afectados por errores judiciales que se pudieran cometer al 
encarcelar a una persona que actuó en los supuestos donde no le 
correspondería una condena […] Permitirá que las decisiones de los 
operadores de justicia observen necesariamente los presupuestos ya 
existentes en la norma penal. Además, al evitar, eventualmente, la 
imposición inadecuada de una prisión preventiva a las personas que actúan 
con alguna causa de exención de responsabilidad fortalecerá la lucha contra 
la criminalidad e inseguridad ciudadana y, se recobrará la confianza en el 
Ministerio Público y Poder Judicial”. 

El proyecto mencionado buscó que se 
modifique uno de los presupuestos de la 
prisión previsional, ya que estos no han 
sufrido modificación alguna desde su 
creación y solo han sido ampliados a nivel 
doctrinario y jurisprudencial, toda vez que ello 
afecta la libertad de los investigados, aunque 
tuvo un enfoque más delimitado a aquellos 
que han actuado bajo algunos de los 
supuestos de exención de la pena. Como 
bien lo refiere, no solo hay una lesión al 
tránsito de aquel que está siendo sometido a 
un proceso investigativo sino a la presunción 
de inocencia y genera un efecto inmediato 
directo respecto a la población penitenciaria: 
el hacinamiento. 

                                                        CONCLUSIÓN 
El Proyecto de Ley N° 3842/2018-CR refiere que la aplicación de esta medida de manera 
indiscriminada hace que los ciudadanos incrementen su nivel de desconfianza en el sistema 
judicial peruano, puesto que pese a que existan personas que actúen en defensa de sus bienes 
jurídicos o autoridades que en estricto cumplimiento de la ley realicen conductas antijurídicas 
justificadas persiste la aplicación de esta medida sin realizar un adecuado análisis de la 
conducta imputada, es decir, no se estudia a detalle las excepciones a la antijuridicidad como 
los casos mencionados. Por tanto, se trata de que los jueces cumplan de manera obligatoria 
todos los supuestos delimitados en el ámbito de la imputación objetiva y elementos del tipo 
penal, pues se entiende que el juez conoce la norma y debe recurrir a la interpretación 
sistemática de la norma al momento de analizar la fundabilidad o no de la prisión preventiva, 
de esta manera se cumplirá con la naturaleza jurídica del nuevo proceso penal peruano y su rol 
como juez de garantías respecto de los derechos fundamentales del investigado como la 
inocencia presumible y la libertad, para evitar que estos sean víctimas de errores de tipo judicial 
que les genere un daño irreparable y a su vez se agrave la situación actual respecto al 
hacinamiento de las penitenciarías. 
 

Objetivo General: Explicar de qué manera la prisión preventiva afecta la presunción 

de inocencia en el Distrito Fiscal de Lima Norte, 2021 

https://www.leyes.congreso.gob.pe/Documentos/2016_2021/Proyectos_de_Ley_y_de_Resoluciones_Legislativas/PL0384220190129.pdf
https://www.leyes.congreso.gob.pe/Documentos/2016_2021/Proyectos_de_Ley_y_de_Resoluciones_Legislativas/PL0384220190129.pdf
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DATOS DE LA RESOLUCIÓN: Proyecto de Ley N° 4344/2022-CR. Congresista: Waldemar José Cerrón Rojas. Comisión de 

Justicia y Derechos Humanos. Fecha: 17/01/2023 

https://wb2server.congreso.gob.pe/spley-portal-service/archivo/ODEzOTI=/pdf/PL0434420230301/  

FUNDAMENTO ANALIZADO ANÁLISIS DE CONTENIDO 
“Procesalmente, la prisión preventiva es una medida cautelar propia 
del proceso penal, por el cual se ordena la privación de libertad del 
procesado aun cuando no se le haya declarado culpable aún, 
empero se opta por tal acción con el propósito de tutelar los fines 
del proceso penal. Como se sabe, hay mucha controversia en 
cuanto a su admisión en el ordenamiento procesal. Y uno de los 
obstáculos más serios es la presunción de inocencia, el cual tiene 
rango constitucional. El presente proyecto de ley busca armonizar 
los fines del proceso con el principio pro libertatis subyacente a la 
presunción de inocencia” […] Artículo 268. Presupuestos 1. 
Características constitucionales. La imposición de la prisión 
preventiva requiere de la satisfacción de los siguientes 
presupuestos constitucionales: a) El principio de proporcionalidad. 
b) Se configura como una medida de carácter provisional y 
excepcional de ultima ratio, siendo que la regla es la libertad. c) 
Debe sustentarse estrictamente en una debida motivación 
reforzada. d) Debe sustentarse en el respeto a la presunción de 
inocencia. e) En ningún caso procede la prisión preventiva con base 
únicamente en dichos ni en declaraciones en el contexto de una 
colaboración eficaz […] presupuestos materiales: […] b) Que la 
sanción a imponerse sea superior a diez años de pena privativa de 
libertad […]”  (pp. 1-5) 

El proyecto legislativo propuesto busca 
reforzar la protección al derecho a la libertad 
y realza el constitucionalismo característico 
de la inocencia presumible. Ello en razón de 
que esta medida genera discrepancia entre 
los expertos en la materia y la jurisprudencia 
porque ha perdido su esencia; es decir, no se 
está dictando en concordancia a su fin 
jurídico. Así, se busca modificar diversos 
artículos del código procesal civil con el 
objetivo de cambiar este panorama. Del 
mismo modo, se destaca cambiar la 
prognosis de pena por diez años, con el fin de 
darle más prioridad de aplicación de esta 
medida para delitos que sean considerados 
más gravosos en cuanto a afectación de 
bienes jurídicos se refiere. 

                                                        CONCLUSIÓN 
El Proyecto de Ley N° 4344/2022-CR contiene una propuesta legislativa innovadora en 

muchos aspectos, pero el más destacable es que a través de esta modificación se pretende 

reforzar la tutela constitucional de la inocencia presumible y direccionar tal medida coercitiva 

para delitos extremadamente graves. Asimismo, con este proyecto se busca desarrollar a 

mayor detalle -a nivel normativo- los presupuestos materiales de esta medida, que hasta la 

fecha siguen siendo muy subjetivos, siendo esto uno de los factores por los que se habla de la 

vulneración a la garantía de inocencia de la que se presume a favor del investigado. Por otro 

lado, el precitado proyecto alude que la modificación sea textual respecto al respeto por la 

presunción de inocencia; y, además, que las declaraciones efectuadas por el investigado 

durante un proceso de colaboración eficaz no sean extraídas de contexto con el objetivo de 

fundamentar la referida medida coercitiva, toda vez que ello afectaría no exclusivamente la 

inocencia conjeturable sino la libertad de tránsito del investigado.  

 

 

Objetivo General: Explicar de qué manera la prisión preventiva afecta la presunción 

de inocencia en el Distrito Fiscal de Lima Norte, 2021 

https://wb2server.congreso.gob.pe/spley-portal-service/archivo/ODEzOTI=/pdf/PL0434420230301/
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DATOS DE LA RESOLUCIÓN: Sentencia del Tribunal Constitucional. Pleno Sentencia 
142/2021. Expediente N° 02156-2018. Fuente 
https://tc.gob.pe/jurisprudencia/2021/02165-2018-HC.pdf?fbclid=IwAR2gwTlezT_vanrfKzQtA-

mLvdo9LbAIbSdRnSEvMMEfu4dJqMsOvPG1L-U  
FUNDAMENTO ANALIZADO ANÁLISIS DE CONTENIDO 

Fundamento 4: “El ejercicio del derecho de 
defensa, de especial relevancia en el 
proceso penal, tiene una doble dimensión: 
una material, referida al derecho del 
imputado de ejercer su propia defensa 
desde el mismo instante en el que toma 
conocimiento de que se le atribuye la 
comisión de determinado hecho delictivo; y 
otra formal, lo cual supone el derecho a una 
defensa técnica, esto es, al asesoramiento y 
patrocinio de un abogado defensor durante 
todo el tiempo que dure el proceso. Ambas 
dimensiones del derecho de defensa forman 
parte del contenido constitucionalmente 
protegido del derecho en referencia. En 
ambos casos, se garantiza el derecho a no 
ser postrado a un estado de indefensión” 

El máximo intérprete de la norma 
suprema señala que este derecho 
tiene un dinamismo propio de los 
derechos fundamentales. Se puede 
inferir que aquel se concretiza a través 
de la autodefensa del investigado, lo 
cual se concatena con toda la 
formalidad del proceso penal. Sin 
embargo, tal derecho se perfecciona 
con la asistencia de un abogado que 
patrocine su causa, a ello el TC lo 
denomina como la dimensión formal. 

                                                        CONCLUSIÓN 
El Expediente N° 02156-2018 resalta que el derecho a la defensa está 
garantizado en la constitución política. La jurisprudencia constitucional ha visto 
conveniente disgregarlo en dos dimensiones a efectos de delimitar una mejor 
tutela y un mejor análisis al momento de resolver un conflicto. Por tanto, durante 
un proceso penal, en la etapa de investigación el investigado no cuenta con un 
abogado defensor que sea capaz de plantear fundamentos idóneos en sus 
alegatos para destruir la teoría del caso del fiscal frente a su requerimiento de 
prisión preventiva, entonces sería lo mismo que dejarle en situación de 
indefensión. En este último supuesto se encontraría la vulneración de parte de la 
prisión preventiva, específicamente en las audiencias.  

 

Objetivo Específico 1:  Explicar de qué manera el requerimiento de prisión preventiva 

afecta el derecho a la defensa del investigado en el Distrito Fiscal de Lima Norte, 2021 

https://tc.gob.pe/jurisprudencia/2021/02165-2018-HC.pdf?fbclid=IwAR2gwTlezT_vanrfKzQtA-mLvdo9LbAIbSdRnSEvMMEfu4dJqMsOvPG1L-U
https://tc.gob.pe/jurisprudencia/2021/02165-2018-HC.pdf?fbclid=IwAR2gwTlezT_vanrfKzQtA-mLvdo9LbAIbSdRnSEvMMEfu4dJqMsOvPG1L-U
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DATOS DE LA RESOLUCIÓN: Sentencia del Tribunal Constitucional. Exp. 04415-

2013/PHC-TC. Fuente https://tc.gob.pe/jurisprudencia/2014/04415-2013-HC.pdf 

FUNDAMENTO ANALIZADO ANÁLISIS DE CONTENIDO 

“4. En el Sistema Internacional de 
Protección de los Derechos Humanos, el 
derecho a la presunción de inocencia 
aparece considerado en el artículo 11.1 de 
la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos, en el sentido de que "Toda 
persona acusada de delito tiene derecho a 
que se presuma su inocencia mientras no se 
pruebe su culpabilidad, conforme a la ley y 
en juicio público en el que se le hayan 
asegurado todas las garantías necesarias 
para su defensa”.  

El Tribunal Constitucional cita el 
alcance tuitivo internacional del 
derecho a la presunción de inocencia y 
cómo se vincula con el derecho a la 
defensa en su sentido material, pues 
refiere que el primero de ellos 
representa una garantía para la 
protección de los demás mecanismos 
referidos a la defensa del investigado, 
a efectos de no generar un menoscabo 
en dicha defensa. Es decir, la garantía 
de defensa del investigado no debe ser 
afectada por cuestiones procesales 
irregulares o dictadas de tal manera 
que no se respete mínimamente los 
parámetros legales.  

                                                        CONCLUSIÓN 
El Exp. 04415-2013/PHC-TC alega que cuando se ha expedido una resolución 
judicial final (sentencia) condenatoria y no se ha logrado reunir los elementos 
necesarios para enervar la inocencia presumible del investigado entonces muchos 
derechos además del de la libertad se verán afectados, pero en esencia el de la 
defensa, puesto que, mediante aquel, él investigado podrá repeler cualquier 
imputación que termine por afectar su libertad como garantía fundamental. Ello 
también debe aplicar para los autos de prisión preventiva, sobre todo teniendo en 
cuenta que estos derechos han sido acogidos a nivel supranacional y vincula a 
diversos sistemas jurídico-penales mundiales.  

 

 

Objetivo Específico 1:  Explicar de qué manera el requerimiento de prisión preventiva 

afecta el derecho a la defensa del investigado en el Distrito Fiscal de Lima Norte, 2021 

https://tc.gob.pe/jurisprudencia/2014/04415-2013-HC.pdf
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2017-PHC/TC. Fuente https://tc.gob.pe/jurisprudencia/2021/02825-2017-HC.pdf  

FUNDAMENTO ANALIZADO ANÁLISIS DE CONTENIDO 
“La presunción de inocencia requiere, pues, la protección 
y el respeto a toda persona sometida a una investigación 
o juicio. La Constitución y la ley obligan a las autoridades 
a otorgarle un trato digno y no presentarlo como culpable, 
mientras no haya una sentencia condenatoria firme. La 
práctica de exhibir públicamente a personas investigadas 
o procesadas con esposas en las muñecas afecta la 
presunción de inocencia y convierte a la administración 
de justicia en un espectáculo circense abominable. 
Quienes incurran en ella deben ser castigados 
ejemplarmente, así cuenten con el aplauso fácil de la 
prensa o las redes sociales. Dicha práctica puede 
presionar a las personas a adoptar medidas extremas, 
como ocurrió con el dos veces expresidente 
constitucional de la República Alan García Pérez. La 
madrugada del 17 de abril de 2019, el representante del 
Ministerio Público tocó la puerta de su domicilio 
acompañado no solo por agentes policiales sino también 
por reporteros del principal canal de televisión y de la 
principal radio del país. Antes de ser vejado 
públicamente, el expresidente prefirió suicidarse. Solo 
han transcurrido dos años: el juez debe determinar cómo 
los medios —e incluso las redes sociales— sabían que 
se efectuaría esa detención, siendo la prisión preventiva 
una disposición de carácter estrictamente reservado; 
debe determinar si entonces se buscaba la justicia y no 
el escarnio político.” 

Es evidente que la detención preventiva 
de una persona bajo proceso 
investigativo lesiona su derecho a la 
defensa en su forma material, puesto 
que, si bien le permite autodefenderse o 
proclamarse como inocente ello no 
sucede así frente a la sociedad, pues 
para los demás ciudadanos ya son 
culpables y mucho tiene que ver la 
exposición de estos en ruedas de 
prensa. Así, los fiscales lesionan 
muchas veces este derecho y el del 
honor de los investigados, un vivo 
ejemplo es de aquellas diligencias 
mediáticas que son televisadas 
sabiendo que hay prohibición de 
hacerlas porque tiene el carácter de 
reservado.  
  

                                                        CONCLUSIÓN 
El Exp. 02825-2017-PHC/TC advierte la existencia de un vínculo entre el derecho a la defensa 
y la presunción de inocencia. En los últimos años, los juicios más polémicos son sometidos a 
condena del público, en tal sentido, debe prevalecer la publicidad de los juzgamientos; sin 
embargo, dicha publicidad no debe constar en la exposición de un investigado en calidad de 
culpable. Bajo ese contexto, aquellas diligencias previas a un juicio definitivo, no deben ser 
expuestas en medios comunicativos, toda vez que estas son confidenciales por mandato 
expreso de ley, ya que de hacerlo se estaría vulnerando la inocencia conjeturable y su 
derecho a la defensa desde su perspectiva material. Así, un ejemplo que es innegable citar 
es la detención preventiva en el caso del fallecido presidente peruano García en el año 2019, 
pues dicha diligencia debía ser reservada, no obstante, diversos medios sabían la fecha y 
hora en que se iba a realizar. Esto definitivamente, constituyó un precedente que no debe 
repetirse a efectos de garantizar la defensa e inocencia de los investigados. En suma, el TC 
precisó que cuando las actuaciones de órganos estatales inmersos en el proceso judicial 
impiden a las partes a ejercer los medios suficientes y necesarios para defender sus derechos 
se lesiona el referido derecho.  

Objetivo Específico 1:  Explicar de qué manera el requerimiento de prisión preventiva 

afecta el derecho a la defensa del investigado en el Distrito Fiscal de Lima Norte, 2021 

https://tc.gob.pe/jurisprudencia/2021/02825-2017-HC.pdf
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Fuente 
documental 

Contenido de la fuente a 
analizar 

Análisis del contenido    Conclusión 

Constitución 
Política del 
Perú 

 

F) Nadie puede ser 
detenido sino por 
mandamiento escrito y 
motivado del juez o por las 
autoridades policiales en 
caso de flagrante delito. El 
detenido debe ser puesto a 
disposición del juzgado 
correspondiente, dentro de 
las veinticuatro horas o en 
el término de la distancia. 
Estos plazos no se aplican 
a los casos de terrorismo, 
espionaje y tráfico ilícito de 
drogas. En tales casos, las 
autoridades policiales 
pueden efectuar la 
detención preventiva de 
los presuntos implicados 
por un término no mayor de 
quince días naturales. 
Deben dar cuenta al 
Ministerio Público y al juez, 
quien puede asumir 
jurisdicción antes de 
vencido dicho término. 

Para que una persona se 
puesta a custodia de la 
autoridad debe existir un 
mandato que así lo 
determine, puesto que 
ninguna autoridad puede 
restringir de su libertad a 
una persona sin que 
antes halla un pedido 
judicial.  Debe tenerse en 
cuenta que solo 
excepcionalmente una 
persona puede 
restringida de su 
libertada por un plazo 
prolongado (El plazo de 
detención de una 
persona puede variar 
dependiendo la 
complejidad y gravedad 
del caso).  

La Constitución 
Política del Perú 
advierte que la libertad 
es un derecho 
constitucional que no 
debería ser lesionado 
por nadie, sin embargo, 
existen ciertas 
ocasiones en las que la 
autoridad por mandato 
judicial puede restringir 
la libertad de una 
persona, esto hasta que 
se determine la autoría 
o complicidad en un 
hecho delictivo.  
El mero hecho de 
detener a alguien sin 
mandato judicial y sin 
que exista razón 
justificada pone en 
riesgo la vulneración a 
una serie de derechos 
conexos a la libertad.  

Objetivo Específico 2: Explicar de qué manera la presunción de inocencia garantiza 

el derecho a la libertad del investigado del investigado en el Distrito Fiscal de Lima 

Norte, 2021. 
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Fuente 
documental 

Contenido de la fuente 
a analizar 

Análisis del contenido    Conclusión 

Título 
preliminar del 
Código 
Procesal Penal 

 

Art. II. Presunción de 
inocencia 
Inc.1.  Toda persona 
imputada de la comisión 
de un hecho punible es 
considerada inocente, y 
debe ser tratada como 
tal, mientras no se 
demuestre lo contrario y 
se haya declarado su 
responsabilidad 
mediante sentencia firme 
debidamente motivada. 
Para estos efectos, se 
requiere de una suficiente 
actividad probatoria de 
cargo, obtenida y actuada 
con las debidas garantías 
procesales. En caso de 
duda sobre la 
responsabilidad penal 
debe resolverse a favor 
del imputado. 
 
Inc. 2. Hasta antes de la 
sentencia firme, ningún 
funcionario o autoridad 
pública puede presentar 
a una persona como 
culpable o brindar 
información en tal 
sentido. 
 

La exégesis de este 
artículo yace en el 
principio angular de la 
constitución, esto es, del 
respeto por su dignidad. 
Ello basado en su 
naturaleza pro hómine. 
Asimismo, porque al 
iniciar un proceso penal, 
necesariamente, hay un 
riesgo potencial de afecta 
la libertad de una 
persona como máxima 
sanción, a diferencia de 
un proceso civil, es por 
ello que su regulación 
debe ser respetada no 
solamente por las 
autoridades sino por los 
particulares, pues la 
norma es de obligatorio 
cumplimiento para todo. 

El Título preliminar del 
Código Procesal Penal 
atañe que como axioma 
orientador e ineludible, 
estos dos incisos garantizan 
la libertad de la persona, así 
como su dignidad y demás 
atributos de la personalidad 
a lo largo del cauce del 
proceso penal. Por otro 
lado, constituye una regla 
para las autoridades 
públicas de brindar 
información sobre la 
situación jurídica del 
investigado, pues ello 
lesiona los mencionados 
derechos. En tal sentido, se 
destaca la importancia que 
este derecho se encuentre 
regulado taxativamente en 
la ley fundamental y la 
norma adjetiva precitada; en 
consecuencia, se colige que   
coadyuva a que el 
investigado ejecute una 
especie de control respecto 
a los derechos que están 
siendo objeto de lesión por 
actuaciones judiciales. 

Objetivo Específico 2: Explicar de qué manera la presunción de inocencia garantiza 

el derecho a la libertad del investigado del investigado en el Distrito Fiscal de Lima 

Norte, 2021. 
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“El artículo 7.5 de la 

Convención Americana 

garantiza el derecho de toda 

persona detenida en prisión 

preventiva a ser juzgada 

dentro de un plazo razonable 

o ser puesta en libertad, sin 

perjuicio de que continúe el 

proceso. Este derecho 

impone límites temporales a 

la duración de la prisión 

preventiva, y, en 

consecuencia, a las 

facultades del Estado para 

proteger los fines del proceso 

mediante este tipo de medida 

cautelar. Cuando el plazo de 

la prisión preventiva 

sobrepasa lo razonable, el 

Estado podrá limitar la 

libertad del imputado con 

otras medidas menos lesivas 

que aseguren su 

comparencia al juicio, 

distintas a la privación de su 

libertad mediante 

encarcelamiento. Este 

derecho impone, a su vez, 

una obligación judicial de 

tramitar con mayor diligencia 

y prontitud aquellos procesos 

penales en los cuales el 

imputado se encuentre 

privado de su libertad.”  

 

La libertad es un derecho 

fundamental nos asiste a 

cada uno, y en nombre 

de ese derecho es que 

ante cualquier medida 

que busque lesionar o 

restringir temporalmente 

la libertad debe existir 

razones suficientes y 

fundadas para hacer 

efectiva la medida de 

prisión preventiva, ( esta 

medida es de naturaleza 

cautelara y cumple un rol 

subsidiario, es decir 

primero debe buscar 

imponerse medida más 

flexibles) .La prisión 

preventiva requiere que 

por parte de la autoridad 

judicial existe las 

diligencias necesarias 

por poder determinar si 

es vital seguir 

manteniendo detenido al 

investigado. 

 La CIDH establece 

que, si bien por 

mandato judicial se 

puede privar de la 

libertad a una persona, 

esta también determina 

que bajo un tiempo 

determinado el 

investigado puede 

permanecer en calidad 

de detenido. Por otro 

lado, si bien el estado 

posee el jus imperium 

este también tiene 

límites respecto a los 

derechos 

fundamentales, en esta 

medida se tiene que si 

no existe razones 

suficientes para 

mantener a alguien 

detenido debe dejarse 

libre a efectos de seguir 

lesionando su derecho 

a la libertad, 

procediéndose a 

imponer medidas 

menos gravosas si 

fuera necesario. 

Objetivo Específico 2: Explicar de qué manera la presunción de inocencia garantiza el derecho 

a la libertad del investigado del investigado en el Distrito Fiscal de Lima Norte, 2021. 

https://www.corteidh.or.cr/ver_ficha_tecnica.cfm?nId_Ficha=195&lang=es
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Anexo 08. Consentimiento informado de los entrevistados 
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